[bookmark: _Toc366755199]ACTA 
Nº 45-2021
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del ocho de noviembre de dos mil veintiuno.
Sesión ordinaria virtual con asistencia del doctor Juan Carlos Segura Solís, los másteres Carlos Montero Zúñiga, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar, Ana Lucrecia Ruiz Rojas y de los licenciados Arnoldo Hernández Solano y Freddy Chacón Arrieta. También asiste el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la JUNAFO.
[bookmark: _Toc87001431]ARTÍCULO I 
DOCUMENTO N° 1367-2021.
[bookmark: _Hlk86997035]Se aprueba el orden del día propuesto por la Secretaría General de la Corte.
ARTÍCULO II 
Documento N° 1364-2021
Se aprueba el acta N° 44-2021, celebrada el 01 de noviembre de 2021. (Prosecretaria Vanessa Fernández Salas).
El integrante Chacón Arrieta se abstiene de votar en la aprobación por no haber participado en esa sesión.
[bookmark: _Toc87001436]ARTÍCULO III 
DOCUMENTO N° 1358-2021.
El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 26-2021 celebrada el 6 de abril de 2021, artículo XXXI, -entre otras cosas- autorizó el traslado de las plazas relacionadas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a partir del 15 de abril de 2021, para que integraran la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, las cuales se indican a continuación: 
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Posteriormente, en sesión de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, N° 17-2021 celebrada 19 de abril de 2021, artículo XXV, se ratificó el nombramiento del máster Oslean Mora Valdez, como Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a partir del 15 de abril de 2021, ajustando sus funciones y competencias, conforme a las funciones que dicho cargo demanda.
El máster Oslean Mora Valdez, Director Ejecutivo interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en correo electrónico de 01 de noviembre de 2021, comunicó:
“Me permito informarles que, por parte del Departamento Financiero Contable se sacaron a concurso de nombramiento en propiedad dos plazas de las que fueron trasladadas a la Dirección de la JUNAFO, conforme al siguiente detalle:
 
· Plaza N°. 33830 de Profesional N°. 1 de la Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones, funcionario nombrado de manera interina Lic. Rodrigo Delgado González.
· Plaza N°. 43562 de Coordinador N°. 1 de la Unidad de Contabilidad y Presupuesto, funcionaria nombrada de manera interina Licda. Yesenia Flores Chacón.
 
Es importante manifestar que ambas personas que actualmente se encuentran nombradas en dichos puestos de trabajo, ejecutan sus funciones desde hace más de 3 años, con un alto grado de compromiso, capacidad y calidad en sus resultados, contando con excelentes calificaciones y recomendaciones de sus anteriores jefaturas inmediatas, así como por parte de este servidor.
 
Conviene destacar que estas dos plazas, corresponden al grupo que son trasladadas por acuerdo del Consejo Superior en sesión N°. 26-2021, artículo XXXI del 06 de abril de 2021 y pasan del Macroproceso Financiero Contable a la Dirección de la JUNAFO, a partir del mes de abril de 2021. Normalmente, el nombramiento de estos puestos recae en la Jefatura inmediata y es una labor administrativa, conforme lo define la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo N°. 136 que a continuación se detalla: 
 
“Artículo 136.- Salvo los que corresponda hacer al Consejo, los jefes de Despacho - sujetos a la aprobación de aquel- podrán nombrar a sus respectivos funcionarios y empleados. Cuando se trate de nombramientos en propiedad, deberán solicitar al Departamento de Personal, las ternas respectivas, las cuales podrán ser rechazadas si estiman que ninguno de los candidatos satisface las necesidades del Despacho. Si la plaza estuviere vacante, el nombramiento en propiedad no podrá diferirse por más de tres meses. Las mismas reglas se aplicarán para los nombramientos del personal subalterno del resto de las oficinas judiciales.” El resaltado no es del original.
 
No obstante a nivel del Poder Judicial existe una regla que establece que las Jefaturas que tengan un nombramiento interino (como en mi caso), deberán contar con el visto bueno de su superior jerárquico para poder nombrar en propiedad cualquier plaza vacante. Dada esta situación, nos encontramos ante un inconveniente por la estructura administrativa con la cual actualmente contamos en la Dirección que represento, dado que mi persona sería el máximo jerarca en la Dirección de la JUNAFO, pero al tener un nombramiento interino, no podría por sí mismo, validar los nombramientos citados y se debería acudir en este caso a la JUNAFO, como máxima autoridad, que conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo N°. 239 posee la siguiente potestad:
 
“h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.” El destacado no es del original.
 
Dada la necesidad de realizar los nombramientos respectivos esta misma semana, por los plazos que otorga la Dirección de Gestión Humana, respetuosamente acudo a sus personas para que si a bien lo estiman, tomen el siguiente acuerdo y sea avalado en la sesión de la próxima semana”.
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Se acordó: 1.) Aprobar que como parte de las atribuciones otorgadas al puesto de Director (a) de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como máxima autoridad administrativa elegida por parte de este cuerpo colegiado, se encuentra la posibilidad de nombramiento de plazas interinas y en propiedad de la estructura administrativa que al respecto fue aprobada, en razón de lo cual podrá el MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino. de la JUNAFO realizar los procedimientos internos necesarios para ejecutar los nombramientos que al respecto sean necesarios, con el fin de garantizar la adecuada prestación del servicio, actividades y funciones propias de esta Dirección. 2) Tomará nota la Dirección de la JUNAFO para los trámites respectivos.
Las Direcciones de Gestión Humana, JUNAFO y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc87001438]ARTÍCULO IV 
Documento N° 1346-2021

En sesión N° 41-2021 celebrada el 11 de octubre del 2021, artículo V se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:
“ se acordó, por unanimidad: 1) Tener por recibido el oficio N° 349-PF-2021 del 29 de setiembre de 2021, en el cual remiten el informe del análisis comparativo de títulos valores entre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y los entes custodios con corte al 31 de agosto 2021. 2) Solicitar a la Dirección de la JUNAFO, propiciar la subsanación de las diferencias presentadas conforme el compromiso de la entidad bancaria. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Inversiones y del Comité de Auditoría para el respectivo seguimiento. Se declara este acuerdo firme.”
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El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso Financiero, mediante el oficio N° 11-PF-2021 de fecha 27 de octubre de 2021, remitieron el siguiente informe:
“En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones N.º 33-14 del 10 de abril de 2014, artículo XCIX y N.º 53-14 del 10 de junio de 2014, artículo XCIV y lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre los estados de cuenta suministrados por los entes bancarios, con respecto a los registros que se llevan en esta Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 30 de setiembre de 2021, de lo cual es importante indicar: o Como se mencionó en informes anteriores, el formato y contenido del estado de cuenta para las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que remite mes a mes la custodia del BCR, mantiene inconsistencias para realizar la conciliación de títulos valores, en cuanto a la presentación de la información. La situación anterior ha implicado que:  Para que el Poder Judicial realice la conciliación requiere manipular los datos del estado de cuenta remitidos por el Custodio, para lograr conciliar la información con los datos generados en los reportes del Sistema de Inversiones del Poder Judicial. Oficio N.º 411-PF-2021 2 de 2  Para algunas de las operaciones no ha sido posible conciliar los cupones uno a uno, por cuanto el estado de cuenta del Custodio agrupa algunos casos por fecha de vencimiento, al respecto se está solicitando al BCR corregir dicha situación.  Algunas operaciones no se mostraban en el estado de cuenta del Custodio para el mes de agosto 2021, situación que se reportó al BCR; lo cual lo solucionaron para este mes de setiembre 21. Así las cosas, se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores y sus cupones en dólares, colones y UDES, los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a excepción de las situaciones descritas anteriormente, las cuales están siendo presentadas a la Custodia del BCR para su atención y corrección. Por último, es importante destacar que se detectó una mejoría significativa en cuanto a las diferencias detectadas en meses anteriores, de lo cual la custodia del Banco de Costa Rica, aplicó mejoras en la información presentada para el mes de setiembre 2021, conforme se había comprometido.




”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso Financiero, referente al análisis comparativo de títulos valores entre los estados de cuenta suministrados por los entes bancarios, con respecto a los registros que se llevan en esta Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 30 de setiembre de 2021. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Auditoría. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc87001440]ARTÍCULO V 
Documento N° 800, 1348-2021
En sesión N° 24-2021 celebrada el 07 de junio del 2021, artículo XXVIII, se tuvo por conocida la demanda presentada por la señora Xinia María Ramírez Zúñiga contra la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y se contrató los servicios del licenciado de Fernando Lara Gamboa para que contestara lo que correspondiera. 
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante correo electrónico del 28 de octubre de 2021, comunicó lo siguiente:
“Remito para su conocimiento y respetuosamente solicito se incluya en agenda de la JUNAFO el conocimiento de esta resolución de la Sala Constitucional, por cuanto el caso de la Sra. Xinia Ramírez Zúñiga hubiese implicado una fuente de descapitalización de las reservas del FJPPJ en caso de haberle dado la razón. Destaco el por tanto de la resolución a continuación:
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Con este caso, se podría interpretar que, ningún traslado para incrementar el monto de la pensión sería posible, únicamente se tramitarían aquellos traslados previos al momento del otorgamiento del derecho de pensión en los otros regímenes jubilatorios.

Espero la información les sea de utilidad.”
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Se acordó: 1.) Tener por recibida la comunicación del máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, donde hace de conocimiento de esta Junta lo resuelto por el Juzgado de Seguridad Social en el proceso interpuesto por la señora Xinia María Ramírez Zúñiga contra la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sobre el traslado de cuotas del Fondo de la Junta a la CCSS. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Jurídica y de los demás asesores jurídicos externos que prestan sus servicios al Fondo. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc87001443]ARTÍCULO VI 
Documento N°783-2020, 1340-2021
	El licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe del Proceso Financiero y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, mediante oficio N° 0474-PF-2021 del 25 de octubre de 2021, comunicaron lo que en lo conducente dice:
“Conclusiones.

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Ana Virginia Delgado Vargas, es claro en demostrar que durante la vida conyugal con el señor Harold Astúa Conejo, ambos asumían los gastos del hogar, por lo que la señora Delgado Vargas dependió parcialmente de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley N°9544 lo convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N°228 de dicha Ley. 

· El estudio revela que el fallecimiento del señor Conejo Astúa, le ha causado a la señora Delgado Vargas afectación en el área económica, ya que gran parte de los gastos del hogar eran cubiertos por su esposo, de forma tal que, la ausencia de su aporte no puede ser cubierto por ella.

· Según lo reportado, el ingreso actual del grupo familiar es de VALOR 001 líquido mensual y sus egresos de VALOR 002 dejándoles un déficit de VALOR 003, el cual la señora Delgado Vargas se ha visto en la necesidad de cubrir mediante aportes de familiares y créditos personales.

· De lo concluido por la trabajadora social encargada del peritaje, se identifica como factor de vulnerabilidad la condición etaria y de salud de la señora Delgado Vargas, debido a que es una persona adulta de 51 años de edad, con diagnóstico de hipertensión, antecedente de cáncer de tiroides, hipoparatiroidismo consecutivo a procedimientos y afectación mental; imposibilitándole poder optar por una mayor responsabilidad laboral y por tanto limitando la obtención de ingresos para suplir sus necesidades básicas.

I. Datos de interés.

· [bookmark: _Hlk43904805]Para el caso en concreto, es importante señalar que al momento del deceso el señor Harold Astúa Conejo, mantenía una condición de servidor judicial activo. Por lo anterior, para efectos del trámite de pensión, de previo es necesario estimar el monto de jubilación que hubiera recibido conforme a sus antecedentes de tiempo servido (16 años, 11meses, 8 días) y salarios devengados.  De los cálculos efectuados, se establece que al señor Astúa Conejo, conforme las disposiciones de la Ley N°9544, le asistiría un monto en bruto de ¢272,397.43 (doscientos setenta y dos mil trecientos noventa y siete colones con 43/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Delgado Vargas de aprobársele la pensión es del 80% del monto que hubiese devengado de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢217,917.94 (doscientos diecisiete mil novecientos diecisiete colones con 94/100) mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 13 de agosto de 2020, un total de 24 días naturales posteriores al fallecimiento del señor Astúa Conejo. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Delgado Vargas, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”
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En sesión N° 30-2020 celebrada el 07 de setiembre del 2020, artículo XXX, analizado el oficio N° PJ-DGH-AP-3189-2020 de 24 de agosto de 2020, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones,  así como la normativa que regula la materia de jubilaciones y pensiones, se denegó la solicitud de pensión de la señora Delgado Vargas, en razón que el señor Harold Gerardo Astúa Conejo al momento de su deceso, no cumplía con alguno de los requisitos establecidos en el artículo 224 para aprobar un derecho de jubilación, lo cual no permitía el otorgamiento de un beneficio de pensión.
Posteriormente, en sesión N° 24-2021 celebrada el 07 de junio de 2021, artículo X, conforme la sentencia N°2021-11957 de fecha 25 de mayo de 2021, en que la Sala Constitucional declaró inconstitucional el requisito de los 20 años de servicio exigido para efectos de obtener la pensión por sobrevivencia que se deriva del artículo 229 de la Ley 9544 de 24 de abril de 2018, en cuyo caso se mantiene vigente el requisito de 10 años para adquirir ese derecho, según el artículo 230 de la Ley 7333 de 5 de mayo de 1993 en la versión anterior a la reforma, previo a resolver lo que en derecho correspondiera y ser notificados formalmente por el Órgano Constitucional del texto completo de la sentencia, se solicitó a la Dirección de la Junta y el Departamento de Trabajo Social y Psicología, que realizaran los estudios correspondientes a los casos indicados y que se adicionara a dicho estudio si la persona gestionante solicitó ante el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social la pensión de dicho régimen.
Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Ana Virginia Delgado Vargas, en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor judicial fallecido Harold Gerardo Astúa Conejo, así como, el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el informe número 0474-PF-2021 del 25 de octubre de 2021, suscrito por la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe Proceso Financiero y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por unanimidad, se acordó: Acoger la solicitud de pensión que formula por la señora Ana Virginia Delgado Vargas, en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor judicial fallecido Harold Gerardo Astúa Conejo, cuya asignación mensual será de ¢217,917.94 (doscientos diecisiete novecientos diecisiete colones con noventa y cuatro céntimos), equivalente al 80% del monto de la jubilación que le hubiese correspondido al servidor judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 13 de agosto de 2020. 
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc87001445]ARTÍCULO VII 
DOCUMENTO N° 1335-2021

El licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso Financiero de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 0466-PF-2021 del 25 de octubre de 2021, comunicó lo que en lo conducente dice:
“Conclusiones.
· El señor Fabio García Mendoza cumple los tres requisitos indicados en el artículo N°228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ya que según declaración jurada aportada (autentificada por notario público), el solicitante convivió con la jubilada judicial fallecida por alrededor de 40 años, asimismo, dependía económicamente de esta y ambos tenían aptitud legal para contraer nupcias, de acuerdo con la legislación vigente. 
· El peritaje socioeconómico practicado al señor García Mendoza, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con la señora López Sánchez, ella asumía la mayor parte de los gastos del hogar, por lo que el señor García Mendoza dependió de los ingresos de su compañera, lo que al amparo de la Ley N°9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N°228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas por el señor García Mendoza, se constató que es pensionado del Régimen de Invalidez Vejez y muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social, y recibe por este concepto un monto líquido mensual de VALOR 001, por lo que cuenta con un ingreso estable.

· Debido a la muerte de la señora López Sánchez y la avanzada edad del señor García Mendoza los gastos del grupo familiar han tenido que reorganizarse viendo la necesidad de contratar a una persona para el cuido y atención de este último, para lo cual, no cuentan con los recursos suficientes.
1. Datos de interés.

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía la señora María Isabel López Sánchez era de ¢3,732,442.62 (tres millones setecientos treinta y dos mil cuatrocientos cuarenta y dos colones con 62/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira el señor García Mendoza de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su compañera fallecida, para este caso equivale a ¢ 2,985,954.10 (dos millones novecientos ochenta y cinco mil novecientos cincuenta y cuatro colones con 10/100) mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 21 de julio de 2021, un total de 8 días naturales posteriores al fallecimiento de la señora López Sánchez. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión al señor García Mendoza, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”
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Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por el señor Fabio García Mendoza, así como, el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el informe número N° 0466-PF-2021 del 25 de octubre de 2021, suscrito licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso Financiero de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por unanimidad, se acordó: Acoger la solicitud de pensión que formula por el señor García Mendoza, en calidad de compañero de hecho sobreviviente de la jubilada judicial fallecida María Isabel López Sánchez, cuya asignación mensual será de ¢ 2,985,954.10 (dos millones novecientos ochenta y cinco mil novecientos cincuenta y cuatro colones con diez céntimos), equivalente al 80 % del monto de la jubilación que recibía la jubilada judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 14 de julio de 2021. 
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc87001449][bookmark: _Toc87001447]ARTÍCULO VIII
DOCUMENTO N° 1341-2021
El licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso Financiero de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 0475-PF-2021 del 25 de octubre de 2021, comunicó lo que en lo conducente dice:
“Conclusiones.

1. El peritaje socioeconómico practicado reveló que debido a su discapacidad el señor Vincenzi Antillón adquirió una condición de dependencia tanto en el plano físico como en lo económico, motivo por el cual fue declarado que su estado es permanente, según sentencia 539-2017 del 17 de junio de 2017. Es esta una de las condiciones plasmadas en el artículo N°228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por la cual el solicitante se encuentra facultado a presentar la gestión.

1. Según certificaciones aportadas por el señor Vincenzi Antillón, se constató que no es beneficiario de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía, y en razón de su condición, tampoco está capacitado para ejercer ninguna actividad remunerada, por lo cual se establece que no tiene fuentes de ingresos.

1. De acuerdo con el informe socioeconómico, el señor Vincenzi Antillón posterior a la muerte de su madre, quién era la proveedora del hogar, ha subsistido gracias a la ayuda económica de su grupo fraterno quienes manifestaron que debido a sus responsabilidades y gastos propios de sus núcleos familiares se les imposibilita mantener dicho aporte de forma continua, lo que ocasionaría que el señor Vincenzi no logre solventar sus necesidades básicas.

1. Datos de interés.

1. La revisión del maestro de pensionados muestra que el monto de pensión que recibía la señora Lylia Antillón Pérez (madre del señor Vincenzi Antillón) al 3 de abril de 2021, fecha de su muerte, era de ¢1,510,864.40 (un millón quinientos diez mil ochocientos sesenta y cuatro colones con 40/100) mensuales en bruto, equivalente a un 100% del monto de jubilación que recibía su esposo, el ex jubilado judicial fallecido Attilio Vincenzi Peñaranda, beneficio que en el 2002, año en que le fue aprobado era de  ¢440,410.65 (cuatrocientos cuarenta mil cuatrocientos diez colones con 65/100)

1. No se reporta que durante el tiempo que su madre estuvo con vida se solicitara pensión por parte del señor Vincenzi Antillón como hijo mayor con discapacidad.

1. Se traslada la gestión a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para que se establezca si se aprueba o deniega la pensión a favor del señor Luis Carlos Vincenzi Antillón ya que según se muestra, la solicitud es presentada en virtud de la muerte de su madre quien recibía la pensión por viudez producto de la muerte del exjubilado judicial Attilio Vincenzi Peñaranda.

1. Es importante valorar, que el hecho generador que plantea la solicitud es con la vigente reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N°9544) por lo que de aprobársele la pensión al señor Vincenzi Antillón esta no puede superar el 80%.

1. Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 19 de abril de 2021, un total de 7085 días naturales posteriores al fallecimiento del señor Vincenzi Peñaranda y 17 días posterior a la muerte de su madre, la señora Lylia Antillón Pérez quien recibía el beneficio de pensión en principio. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión al señor Vincenzi Antillón, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”
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[bookmark: _GoBack]Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar criterio a la Dirección Jurídica, conforme a lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en sus artículos 228 y 229, respecto a la fecha en que se realiza la declaratoria del estado de invalidez del señor Vincenzi Antillón en el año 2017 según sentencia 539-2017 del Juzgado Primero de Familia de Primer Circuito Judicial de San José, en relación con la fecha de fallecimiento del causante, debido a que conforme lo indica el artículo 228, en el punto 1.3 indica: “1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.” (subrayado no es del original) y 229, que en lo que interesa indica: “Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario, a excepción de lo dispuesto en este artículo para la pensión que corresponde a los hijos.” (subrayado no es del original). Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO IX 
Documento N° 1336-2021

El licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso Financiero y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, mediante el oficio N° 0467-PF-2021 de fecha 25 de octubre de 2021, comunicaron lo que en lo conducente dice: 
“Conclusiones.
· De acuerdo con los antecedentes de la gestión, el fallecimiento de la señora Hernández Villalobos, da pie conforme la normativa vigente, a que sus posibles beneficiarios soliciten la pensión; por lo tanto, al no existir solicitudes de cónyuges o hijos sobrevivientes, la señora Villalobos González queda facultada para reclamar el derecho a la pensión derivada por el fallecimiento de su hija.

· Según certificaciones aportadas por la señora Villalobos González, se constató que es pensionada del Régimen de Invalidez Vejez y muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social por la muerte de su hija Marianella  y recibe por este concepto un monto líquido mensual de ¢95,805.50 ( noventa y cinco ochocientos cinco colones con 50/100) mensuales, VALOR 001  asimismo es pensionada de este Poder por la muerte de su esposo y recibe un monto VALOR 002, por lo que cuenta con un ingreso estable.

· El informe socioeconómico practicado a la señora Villalobos González, demuestra claramente que la valorada dependió parcialmente de los ingresos de su hija Laura, ya que con su aporte lograban suplir las necesidades básicas del hogar integrado por ambas.

· Según cuadro de egresos actuales, se muestra que estos superan a los ingresos de la señora González Villalobos generándole un déficit de VALOR 003, el cual no logra ser cubiertos por la ella. De momento presenta como red de apoyo primaria a sus sobrinos.

· Según lo concluido por la Trabajadora Social encargada del peritaje, el ingreso que recibe la señora Villalobos González no logra satisfacer sus necesidades básicas, siendo que, por su avanzada edad, situación de salud y no contar con esposo ni hijas, requiere de los servicios de una persona cuidadora, cuyo salario es de ¢65,000.00 (sesenta y cinco mil colones con 00/100) por semana.

1. Datos de interés.

· [bookmark: _Hlk59037314]La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía la señora Laura Hernández Villalobos era de ¢583,125.40 (quinientos ochenta y tres mil ciento veinticinco colones con 40/100) mensuales en bruto.

· [bookmark: _Hlk62749140]Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Villalobos González de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su hija, para este caso equivale a ¢466,500.32 (cuatrocientos sesenta y seis mil quinientos colones con 32/100) mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 6 de julio de 2021, un total de 268 días naturales posteriores al fallecimiento de la señora Hernández Villalobos. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Villalobos González, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.” 
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Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Miriam Villalobos González, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, el suscrito licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso Financiero de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por unanimidad, se acordó: Acoger la solicitud de pensión que formula por la señora Villalobos González, en calidad de madre de la jubilada judicial fallecida Laura Hernández Villalobos, cuya asignación mensual será de ¢466,500.32 (cuatrocientos sesenta y seis mil quinientos colones con treinta y dos céntimos), equivalente al 80% del monto de la jubilación que recibía la jubilada judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 06 de julio de 2021. 
[bookmark: _Toc87001451]La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc87001452]ARTÍCULO X 
DOCUMENTO N° 1350-2021

En sesión de la Junta Nº 36-2020 celebrada el 9 de noviembre de 2020, artículo XXI, se reconoció para efectos de jubilación al servidor Teodoro Enrique Hidalgo Zúñiga, Investigador 1 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, 17 años, 11 meses, laborados para el Instituto Costarricense de Electricidad, a partir del 14 de octubre de 2019, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢66, 328,748.73 (sesenta y seis millones trescientos veintiocho mil setecientos cuarenta y ocho colones con setenta y tres céntimos.
El servidor Teodoro Hidalgo Zúñiga, Investigador de la Oficina Regional de Cóbano, en nota del 28 de octubre de 2021, comunicó:
 “Primero: 
Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial, en la Sección de Homicidios y luego pasar a la Oficina Regional de Cóbano, como Investigador, en fecha 09 de Setiembre del 2019. Siendo mi anterior trabajo, en el Instituto Costarricense de Electricidad, por un período de 18 años, 11 meses.- 
 
Segundo: 
Al ingresar al Poder Judicial, me comentaron varios compañeros que, si quería tener derecho a pensión del cien por ciento, como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el Instituto Costarricense de Electricidad, por ello, me comunique con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 51 años de edad; partiendo que tenía más de 18 años  laborando para el Instituto Costarricense de Electricidad (mismo patrono Estado). Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento en relación con cada salario recibido.  
   Se incluye captura de pantalla del desglosé de planilla quincenal, el cual hace efectivo el pago aquí indicado. 
 
[image: ]
 
 
Tercero: 
No obstante, y como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224. 
 
Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años. 
 
Lo cual significó, que, con tal reforma, mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 51 de edad, desapareció, siendo ahora de 65 años de servicio, siempre y cuando tenga los 35 años de servicio público. - 
Por lo que, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión. 
Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones, además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento. - 
 
Petitoria: 
En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros del Honorable de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se ordene cesar el cobro, en relación al dinero por pago para compensar pensión; ya que, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino, además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 51 años de edad. 
 
Solicito además, se me reintegre el monto cancelado hasta el momento, el cual era utilizado para equiparar dicho rubro siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el cien por ciento de la pensión al momento de mi jubilación. 
Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y, que en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia; pero que aún se me sigue cobrando.”
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por recibida la gestión del servidor judicial Teodoro Enrique Hidalgo Zúñiga, Investigador de la Oficina Regional de Cóbano, mediante nota remitida en fecha 28 de octubre de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor Hidalgo Zúñiga con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de diciembre de 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana acredite el tiempo de servicio reconocido, que corresponde por la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Teodoro Enrique Hidalgo Zúñiga para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación, en razón del tiempo acreditado.
	La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc87001454]ARTÍCULO XI 
Documento N° 1334-2021
	El servidor Henry Segura Pereira, Custodio de Detenidos de la Unidad Regional del Organismo de Investigación Judicial de Buenos Aires, en correo electrónico del 25 de octubre de 2021, presentó la siguiente gestión:
“Primero: Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente a la sección de cárceles, como CUSTODIO DE DETENIDOS, en fecha 21 de  abril del año 2014. Siendo mi anterior trabajo, en el Ministerio de Educación Pública, sin recordar el tiempo reconocido.
 
Segundo: Al ingresar al Poder Judicial, me comentaron varios compañeros que, si quería tener derecho a pensión del cien por ciento (100%), como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el M.E.P, por ello, me comunique con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 51 años de edad; partiendo que tenía más de 6 años  laborando para el ya sitado Ministerio  (mismo patrono Estado). Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento en relación a cada salario recibido.
   
Tercero: No obstante y como es de conocimiento público, en fecha 22 de mayo del 2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.
 
“Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.”
 
En ese sentido, con dicha reforma, significa que mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 51 años de edad, desapareció, siendo ahora de 65 años de edad, es decir, hubo un cambio de las condiciones para acogerme a mi jubilación. 
 
En razón de lo anterior, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión.
   
Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía con dicho rebajo. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento.-
 
PETITORIA:
  
En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros de la honorable Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones  del Poder Judicial, se ordene lo siguiente:
 
1)  Cesar el cobro del 10% que se me viene realizando hasta la fecha, utilizado para compensar la pensión del 100%; ya que como se indicó supra, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 51 años de edad, es decir, variaron las circunstancias para la jubilación y el otorgamiento de la pensión.”
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En Consejo Superior, en sesión N°65-2021 celebrada el 7 de junio de 2016, artículo XII, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al servidor Henry Guillermo Segura Pereira, Custodio de detenidos de la Sección de Cárceles del Segundo Circuito Judicial de San José, 7 años, 6 meses y 17 días, laborados para el Ministerio de Educación Pública, a partir del 14 de mayo de 2015, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢26.779.779,05 (veintiséis millones setecientos setenta y nueve mil setecientos setenta y nueve colones con cinco céntimos), que se le deduciría de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total del mismo. 
Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por recibida la gestión del servidor judicial Henry Segura Pereira, Custodio de Detenidos de la Unidad Regional del Organismo de Investigación Judicial de Buenos Aires, en correo electrónico del 25 de octubre de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor Henry Segura con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de diciembre de 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana acredite el tiempo de servicio reconocido, que corresponde por la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Segura Pereira para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc87001457]ARTÍCULO XII 
Documento N° 1354-2021
El licenciado Jorge Monge Bonilla, en su condición de secretario del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante el Oficio CNS-1696/05 de fecha 1 de noviembre 2021, comunicó lo siguiente:

“ El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 5, del acta de la sesión 1696-2021, celebrada el 25 de octubre del 2021,

considerando que:

A.	El artículo 38, literal a), de la Ley 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias, establece, como una atribución del Superintendente de Pensiones (SUPEN), proponer al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) los reglamentos necesarios para ejercer y llevar a cabo las competencias y funciones de la Superintendencia a su cargo.

Colateralmente, el artículo 171, literal b, de la Ley 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, señala, como una atribución del CONASSIF, aprobar las normas atinentes a la autorización, regulación, supervisión, fiscalización y vigilancia que, conforme a la ley, debe ejecutar, en lo que interesa, la SUPEN.

B.	La claridad, calidad y actualidad de las normas resulta fundamental en un Estado de Derecho, no solo desde la perspectiva de la Administración, donde esta debe apegarse al principio de legalidad que rige sus actuaciones, para que estas sean válidamente tomadas, sino desde la perspectiva de los administrados que requieren de la necesaria seguridad jurídica que amparen sus actuaciones frente a terceros, así como a las actuaciones arbitrarias de la propia Administración, aspecto que resulta particularmente importante, en el caso que ahora nos ocupa, cuando las denominadas entidades reguladas o supervisadas, e incluso las personas físicas, como resulta ser el caso de los directivos, personeros, empleados y agentes promotores de las entidades reguladas y supervisadas, se encuentran sujetos a las denominadas relaciones de sujeción especial del Derecho Administrativo con la Superintendencia de Pensiones, siendo sus actuaciones, a diferencia de otros administrados y en razón de la actividad que realizan, intensamente regulados y supervisados por este órgano.

C.	Sobre el tema de la seguridad jurídica, la Procuraduría General de la República ha señalado: “Uno de los valores fundamentales que debe satisfacer el ordenamiento es el de la seguridad jurídica. De este principio se ha afirmado que acompaña el desarrollo de la noción "Estado de Derecho" (B, MATHIEU-M, VERPEAUX: Contentieux constitutionnel des droits fondamentaux, LGDJ, 2002, p, p. 703) … En términos simples, la seguridad exige que el destinatario de las normas jurídicas pueda saber "a qué atenerse" cuando es confrontado con esas normas. Así: "La exigencia de seguridad jurídica, sin oponerse a la necesaria modificación del Derecho, comprende la sanción del cambio demasiado brutal o retroactivo de la legislación o bien implica que se acompañe, gracias a medidas transitorias, de la evolución de la legislación. De esa forma, la seguridad jurídica no puede ser concebida como un medio de conducir a la intangibilidad de la norma y de los derechos o situaciones adquiridas" B, MATHIEU-M, VERPEAUX op. cit. p. 706. Jurídicamente, esa certeza puede lograrse a través de la claridad de la norma y del respeto a los principios de legítima confianza y de irretroactividad: las normas jurídicas deben ser claras, simples, accesibles y previsibles. Todo lo cual contribuye también a la coherencia y uniformidad, esenciales para la consolidación de la jurisprudencia…” (C-233-2003 del 31 de julio de 2003).

D.	La Superintendencia de Pensiones realiza una labor continua de revisión y actualización de las normas, como parte de sus actividades ordinarias, labores que durante los últimos meses han dado como resultado la reforma o derogatoria de veintidós acuerdos dictados por el Superintendente de Pensiones en el pasado, y el reordenamiento de estas disposiciones para que sean más fácilmente consultables por los operadores de las normas y los usuarios en general.

[bookmark: _Hlk77171462]Producto de estas actividades, se han detectado, además, oportunidades de mejora de algunas normas reglamentarias que requieren ser actualizadas o aclaradas en el  Reglamento de beneficios del régimen de capitalización individual; el Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador; el Reglamento de gestión de activos; y el Reglamento Actuarial, además de otras atinentes al Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias que serán tramitadas de forma independiente dentro de una iniciativa para fortalecer e incentivar el desarrollo del mismo, a saber:

i)	Reglamento de beneficios del régimen de capitalización individual

a.	Existe una contradicción en la definición de beneficiario del artículo 2 del Reglamento de beneficios del régimen de capitalización individual, donde se indica que, respecto del régimen voluntario de pensiones complementarias, tendrá esta calidad aquella persona explícitamente designada como tal por el afiliado o pensionado en su contrato de pensión complementaria o quien, en defecto de lo anterior, haya sido declarado como heredero o legatario dentro de un proceso sucesorio, mientras el artículo 19 de este mismo reglamento, se indica que el procedimiento a seguir para reclamar el saldo de la cuenta, por quien tenga interés legítimo en ello y ante la circunstancia de la ausencia de beneficiarios designados ante la correspondiente operadora, no es a través de un proceso sucesorio sino por el que establece el artículo 85 del Código de Trabajo. Contradicción que debe resolverse alineando la definición de beneficiario del artículo 2 con el artículo 19, antes citados.

b.	Por otro lado, el reglamento en comentario contiene un Capítulo VII: Inversiones modalidades de pensión administradas por una OPC, donde se establece un régimen de inversión que respondía al actualmente derogado Reglamento de Inversiones de las entidades reguladas que debe ser eliminado para que los recursos de los productos de beneficio se rijan, como corresponde, por el actual Reglamento de gestión de activos.

[bookmark: _Hlk85531690]c.	El literal c) del artículo 15 establece, dentro de los requisitos que debe contener la certificación que debe emitir el régimen básico de la condición de pensionado del trabajador, para que pueda acceder a los beneficios del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROP), se indique el monto de la pensión del régimen primeramente citado. Dicho requisito actualmente no resulta necesario ya que respondía a lo dispuesto en el artículo 6 de este reglamento, antes de la última reforma que sufriera con motivo de la promulgación de la ley 9906, Ley para resguardar el derecho de los trabajadores a retirar los recursos de la pensión complementaria, donde, según su anterior tenor, dicha norma reglamentaria establecía que los pensionados debían contratar retiros programados, rentas permanentes o rentas vitalicias, cuando el cálculo mensual del monto de la pensión a recibir, determinado por un retiro programado personal, fuera igual o mayor a un 10% del monto de la pensión otorgada por el régimen básico al que pertenecía el trabajador y, en su defecto, optar por la adquisición de un producto de beneficios o el retiro total de los recursos acumulados.  

En razón de lo anteriormente indicado, debe eliminarse del literal c), artículo 15, del Reglamento de beneficios del régimen de capitalización individual, el requisito de la indicación del monto de la pensión del régimen básico, por innecesario.

Si bien lo anterior no formó parte del texto consultado, su aprobación se fundamenta en que existe un interés público (numeral 2 del artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública) en que los pensionados de los regímenes básicos puedan acceder a los beneficios del ROP sin contratiempos.

ii)	Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador

[bookmark: _Hlk77171738]a.	En lo que respecta al Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador, el artículo 5 señala que podrán constituirse fondos denominados en dólares estadounidenses en el Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias y los planes de Ahorro Voluntario, siempre que se encuentren respaldados en moneda extranjera y no mantengan inversiones en colones costarricenses, debiendo reformarse para que puedan constituirse fondos en cualquier moneda.

b.	Debe corregirse la incorrecta denominación “Manual para el suministro de Información” utilizada por el artículo 95, para que sea sustituida por la de manuales de información de los regímenes de capitalización individual y colectiva que es lo correcto, respectivamente.

c.	Debe corregirse la referencia que realiza el artículo 112 a los artículos 16, 17 y 18 del Reglamento relativo a la información financiera de entidades, grupos y conglomerados financieros, para que sea sustituida por la del Reglamento de información financiera, que es el atinente.

iii)	Reglamento de gestión de activos

Del Reglamento de gestión de activos debe sustituirse, por precisión, la denominación “plan de acción”, contenida en el primero y segundo párrafos del artículo 74, por el concepto de “plan de reducción de riesgos” que es el que específicamente utiliza, para la materia regulada, el artículo 64 de la Ley de Protección al Trabajador.

iv)	Reglamento actuarial

Debe reformarse el artículo 9 para otorgarle potestades al Superintendente de Pensiones para eximir o establecer una distinta periodicidad a los regímenes colectivos cerrados o en proceso de disolución o abolición, además de los informes actuariales, según el tenor del actual artículo 9, de las auditorías actuariales a que se refiere el artículo 19. 

v)	Reglamento de riesgos 

El artículo 36 del Reglamento de riesgos, desarrolla las medidas precautorias  derivadas de los grados de inestabilidad financiera definidos en el artículo 41 y 42 de la Ley No. 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias y reformas de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y del Código de Comercio, sea, las medidas correctivas, planes de saneamiento y la intervención administrativa, correspondientes a los grados uno, dos y tres, respectivamente, señalando en su último párrafo que “La aplicación de estas medidas procederá siempre y cuando contribuya a reducir los riesgos de los fondos administrados a raíz de las situaciones detectadas.” Esta disposición, interpretada a contrario sensu, preceptúa que no procederán las medidas correctivas, planes de saneamiento y la intervención administrativa antes citada, si, requisito sine qua non,  no contribuyen a reducir los riesgos de los fondos, limitación que no se encuentra dentro de los citados artículos 41 y 42 de la Ley No. 7523 y que es contraria a la realidad de que, en algunas ocasiones, las intervenciones administrativas decretadas resultan, al momento, el producto de riesgos materializados. Lo anterior, sin dejar de mencionar que el último párrafo del artículo  41 de la ley antes citada, señala que “…se considerarán irregularidades muy graves las indicadas en los acápites ii) a viii) del inciso d) del Artículo 136 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica” y que, dentro de estas, se encuentran que la entidad “…lleve a cabo operaciones fraudulentas o ilegales…” (acápite ii); “Cuando la entidad suspenda o cese sus pagos…” (acápite iii); o bien, “Cuando la Superintendencia determine, con base en sus propias investigaciones o en informes del Ministerio Público o de autoridad judicial competente, que la entidad está involucrada en operaciones de lavado de dinero” (acápite vi), causales que, como puede verse, constituyen hechos consumados, sea, riesgos materializados donde lo que procede, por mandato de ley, es decretar la inmediata intervención de la entidad por parte del CONASSIF, independientemente de que, con posterioridad a la intervención, esta medida sea efectiva para evitar la reiteración a de los hechos que la motivaron. Así, debe derogarse el último párrafo del artículo 36 del Reglamento de riesgos al establecer dicha norma, por demás de inferior jerarquía jurídica, limitaciones al Superintendente de Pensiones y el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero que la ley no prevé.

I.	Con respecto al Reglamento de Beneficios del Régimen de Capitalización Individual:

dispuso en firme:

1)	Aprobar la reforma a la definición de beneficiario del régimen voluntario de pensiones complementarias contenida en el Artículo 2. Definiciones del Reglamento de Beneficios del Régimen de Capitalización Individual, para que se lea de la siguiente forma:

“Beneficiario:
Para el Régimen Obligatorio de Pensiones se entenderá como beneficiario (i) aquella persona que, ante la muerte del trabajador, así haya sido declarada por el correspondiente régimen básico de pensiones; (ii) aquella persona que haya sido expresamente designada por el trabajador como tal, en ausencia de beneficiarios declarados por el régimen básico; y, (iii) aquel que, en ausencia de beneficiarios así declarados por el correspondiente régimen básico, y de designación de beneficiarios ante la correspondiente operadora por parte del trabajador, así sea declarado por la autoridad judicial, siguiéndose el trámite previsto en el artículo 85 del Código de Trabajo.

Tratándose del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias se entenderá como beneficiario aquella persona expresamente designada como tal por el afiliado o pensionado ante la operadora, o quien, en defecto de lo anterior, así sea declarado por la autoridad judicial correspondiente, después de seguirse el procedimiento establecido en el artículo 85 del Código de Trabajo.”

2)	Aprobar la reforma al literal c) del artículo 15, para que se lea se la siguiente forma:

“c. La fecha exacta a partir de la cual el trabajador inicia el disfrute de la pensión.”

II.	En lo atinente al Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador:

dispuso en firme:

aprobar la reforma de los artículos 5, 95, y 112 del Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador, publicado en el diario oficial La Gaceta No. 78, Alcance No. 30, del 24 de abril del 2001, para que, en lo sucesivo, se lean de la siguiente forma:

	“Artículo 5. De las monedas
Los aportes al Fondo de Capitalización Laboral y al Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias deberán realizarse en colones.
Podrán constituirse fondos denominados en moneda extranjera en el Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias y los planes de Ahorro Voluntario.”

“Artículo 95. De la conservación y custodia de los datos de los afiliados, formularios y contratos de afiliación
Las entidades autorizadas conservarán en su sistema, toda la información exigida por los correspondientes manuales de información de los regímenes de capitalización individual y colectiva emitidos por el Superintendente.

En el caso de afiliados que se acojan al derecho de transferencia o a los beneficios de un plan, la documentación correspondiente se almacenará en un medio que garantice la integridad de los datos por un plazo de al menos cinco años.

Asimismo, cada entidad autorizada deberá mantener custodiados los contratos de afiliación. Existirá un expediente individual para cada afiliado, así como para cada uno de los contratos marco que se suscriban con un cotizante.

Dichos expedientes serán complementarios al archivo de afiliados, y podrán mantenerse en medios electrónicos informáticos, o mediante archivo físico de los documentos que lo conforman”

“Artículo 112. De la publicación
Los estados financieros se consideran información pública y deberán estar disponibles para su consulta por parte de los interesados.
Los estados financieros deberán publicarse y cumplir con lo establecido en el Reglamento de información financiera.”

III.	Referente al Reglamento de Gestión de Activos:

dispuso en firme:

aprobar la sustitución de la expresión “plan de acción” contenida en el primero y segundo párrafos del artículo 74 del Reglamento de gestión de activos por la expresión “plan de reducción de riesgos”.

IV.	Respecto del Reglamento Actuarial:
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dispuso en firme:

aprobar la reforma al artículo 9 del Reglamento actuarial para que se lean de la siguiente forma:

“Artículo 9. Disposiciones para regímenes cerrados o en liquidación
Cuando se trate de regímenes de pensión cerrados  en liquidación o abolición, el Superintendente, mediante acuerdo, puede establecer una periodicidad diferenciada para realizar las valuaciones actuariales y la auditoría actuarial a que se refiere el artículo 19 de este reglamento; eximirlos de la presentación de las valuaciones y auditorías; o bien, requerir un informe actuarial específico y la periodicidad con que debe enviarse a la Superintendencia de Pensiones.”

V.	En cuanto a las Derogatorias:

dispuso en firme:

aprobar la derogación del Artículo 41, el Capítulo VII: Inversiones modalidades de pensión administradas por una OPC ambos del Reglamento de Beneficios del Régimen de Capitalización Individual; y, el último párrafo del artículo 36 del Reglamento de riesgos.

Las anteriores reformas y derogatorias rigen a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.”
-0-
Se acordó: Tener por recibida la comunicación del licenciado Jorge Monge Bonilla, en su condición de secretario del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en  Oficio CNS-1696/05 de fecha 1 de noviembre 2021, y hacerlo de conocimiento de los Comités de Inversiones, Riesgos y Auditoría. Se declara este acuerdo firme. 
ARTÍCULO XIII 
DOCUMENTO N° 1343-2021.
El licenciado Jorge Luis Morales García, Secretario General del Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), en nota de 23 de setiembre de 2021, solicitó:
“Alajuela, 23 de setiembre de 2021 Señores y señoras Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial JUNAPO Estimadas señoras y señores: En mi calidad de Secretario General del Sindicato de la Judicatura SINDIJUD, me presento ante ustedes a solicitar la siguiente información: En el pasado requerí se me informara el listado de jubilados y pensionados a quienes se les rebajaba la Contribución Especial Judicial, sin embargo, en aquél entonces se me proporcionó información parcial, por cuanto se consideró que el nombre o identidad de las personas era información sensible que no se me podía suministrar. Actualmente me he percatado que por voto número 2021013200 de las 9:30 horas del 11 de junio de 2021, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia resolvió que dicha información no puede ser denegada, sobre todo en tratándose de un fondo como el nuestro que se nutre de erogaciones públicas. En vista de lo anterior, solicito se me proporcione, debidamente detallado, por nombre, número de cédula, monto de asignación y monto correspondiente a la deducción por contribución especial solidaria, especificando en este caso, no sólo el monto nominal, sino su correspondencia porcentual en relación a la asignación bruta, respecto de las pensiones y jubilaciones a cargo del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial que superen los 10 salarios más bajos del Poder Judicial. Favor proporcionar dicha información en cuanto al último año, es decir de agosto de 2020 a agosto de 2021. Por otra parte, tal y como se me informó en aquella oportunidad en que pude detectar que no todos los pensionados y jubilados se les aplicaba uniformemente la deducción por la citada Contribución Especial Solidaria, solicitaría se me reitere las razones para ello y el fundamento legal que se está aplicando para proceder de esa forma. Quedo a la espera de su pronta y consecuente respuesta, señalando que podré ser informado de lo que corresponde al correo electrónico institucional jmoralesg@poderjudicial.go.cr o al personal jmoralesg28@icloud.com”
- 0 -
Se acordó: 1.) Tener por conocida la gestión del licenciado Jorge Luis Morales García, Secretario General del Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), en nota de 23 de setiembre de 2021. 2.) Solicitar a la Dirección de la JUNAFO que de conformidad con el voto número 2021013200 de las 9:30 horas del 11 de junio de 2021, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, remita al licenciado Morales García la información que solicita de acuerdo lo establece el citado voto.
	El máster Carlos Montero Zúñiga se abstiene de votar. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc35877711]ARTÍCULO XIV 
DOCUMENTO N° 1371-2021.
El licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso Financiero de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, remitió el oficio N° 524-PF-2021 del 05 de noviembre de 2021, en donde indicaron lo siguiente:
“Conforme lo acordado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión 40-2021 celebrada el 04 de octubre de 2021 en su artículo VIII el cual indica lo siguiente:

“[…] Se acuerda por unanimidad: 1.) Tener por conocido el acuerdo adoptado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión 82-2021 celebrada el 21 de setiembre de 2021, artículo XI. 2.) Comisionar a la Dirección de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones para que tramite lo correspondiente a la formalización de la documentación.”.

Es por lo anterior que se llevaron a cabo las coordinaciones correspondientes con el Banco de Costa Rica para la definición de las versiones finales de los documentos del convenio de servicios entre ambas instituciones (JUNAFO-BCR) y se efectuaron las siguientes acciones:

•	Mediante oficio N°. 068-DJA-2021 del 25 de octubre de 2021 esta Dirección solicitó colaboración a la Dirección Jurídica del Poder Judicial para la revisión legal del contenido de los documentos propuestos.

•	Que en oficio N°. 636/CAD-2021 del 02 de noviembre de 2021 la Dirección Jurídica brinda respuesta sobre el análisis y revisiones efectuadas a la documentación del convenio y presenta algunas observaciones que a continuación se resumen:

a)	Eliminar del encabezado la frase: “…con fundamento en el artículo 138 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y por las siguientes cláusulas …”; se recomienda que la frase señalada se sustituya por: “…con fundamento en las siguientes consideraciones y cláusulas…”
b)	Previo a iniciar a numerar las cláusulas se recomienda incorporar un título con la palabra “CLAUSULAS”.
c)	Adicionar las cláusulas: clausula: solución de controversias, clausula: modificación del convenio, cláusula: terminación anticipada.

•	Que una vez efectuados los ajustes solicitados por la Dirección Jurídica, mediante correo electrónico del 04 de noviembre de 2021 al Ejecutivo de Cuenta del BCR, Carlos Luis Sibaja Morales, se trasladó para su conocimiento y revisión los documentos ajustados. 

•	Que en correo electrónico del mismo 04 de noviembre de 2021, el señor Sibaja Morales indica estar de acuerdo con los cambios efectuados y brinda un algunas observaciones con respecto al apartado “c” de lo propuesto por la Dirección Jurídica, observaciones que son de recibo de esta administración, a continuación el detalle:

“Para efectos de solución de controversias y modificación del convenio, debemos utilizar los textos que se agregan en los otros contratos propuestos con JUNAFO para tal fin (Adm. Ctas Ctes y servicios bancarios / Contrato Ctas Ctes), esto con el fin de mantener la consistencia. Respecto a la cláusula propuesta Terminación anticipada, no tengo observaciones.”

Es por todo lo antes indicado que se concluye que los documentos se encuentran en su versión final, debidamente revisados por el Banco de Costa Rica y conforme lo recomendado por la Dirección Jurídica en el cierre del oficio N°. 068-DJA-2021 según el siguiente detalle:

[…]Así las cosas, en virtud de que el trámite y fondo del proyecto de convenio sub examine, así como sus anexos, se encuentra conforme a Derecho, una vez que la JUNAFO haya considerado las recomendaciones aquí vertidas, y en el entendido de que la contraparte esté de acuerdo con el documento final, esta Dirección considera procedente su suscripción. Por lo tanto, puede el proyecto en su texto final y sus documentos derivados, ser sometido a conocimiento y aprobación del pleno de la JUNAFO, de manera que, una vez aprobado en definitiva por esa junta, se proceda con la formal suscripción…” El resaltado no es del original. 

Por todo lo antes indicado, se adjuntan al presente oficio las versiones finales de los siguientes documentos:

a)	Convenio JUNAFO-BCR.
b)	Carta de entendimiento – adm ctas ctes y servicios bancarios JUNAFO.
c)	Contrato Cuentas Corrientes JUNAFO.
Esto con el fin que sea hecho de conocimiento de la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que sí a bien así lo estima, pueda brindar la autorización para la suscripción de la documentación antes descrita. ”

Documentación adjunta:




[bookmark: _MON_1697956699]”

- 0 -
Por unanimidad, se acordó: 1.) Se toma nota del oficio N° 524-PF-2021 del 05 de noviembre de 2021, mediante el cual el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso Financiero de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, informó sobre la atención de lo acordado en sesión N°. 40-2021, artículo VIII sobre el proceso de suscripción y formalización del convenio JUNAFO-Banco de Costa Rica, Carta de entendimiento – adm ctas ctes y servicios bancarios JUNAFO y Contrato Cuentas Corrientes JUNAFO. 2.) Autorizar al licenciado Arnoldo Hernández Solano en calidad de Presidente de la JUNAFO y representante legal, para que formalice con su firma, los contratos y convenios respectivos. 3.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para ejecutar las acciones necesarias en cumplimiento de este acuerdo. Se declara acuerdo firme.
-o0o-
	



Lic. Arnoldo Hernández Solano 
Presidente Junta Administradora
	







Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas 
Secretaria Junta Administradora 




A las 9:58. horas terminó la sesión.
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27 de octubre de 2021 
  
Licenciado   
Luis Sánchez Peñaranda  
Jefe Custodia de Valores  
Banco de Costa Rica 


 
 


 Asunto: Resultado conciliación títulos valores 
setiembre 2021 


 
Estimado señor:  
 


Para los fines correspondientes, se comunica que producto del proceso de conciliación de 
Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) que realiza 
este Poder de la República con los estados de cuenta de los títulos valores brindados por 
esa Custodia, se identificaron diferencias según información que mantiene el Sistema de 
Inversiones del Poder Judicial  con respecto al estado de cuenta recibido, por lo que a 
continuación se detalla un resumen de lo analizado:   
 


 
 


1  Caso 1: Principales y Cupones colones, Cupones dólares y UDES con diferencia: 
 
 


Se presentan diferencias entre el dato del Poder Judicial y la información remitida por 
este custodio en cupones por la suma de: ¢64,453.67 (suma de menos en colones), -
$404,22 y 144.76 en UDES, para lo cual y comparado con el mes de agosto 2021 se 
subsanó la diferencia que existía en los cupones en colones; además se adjunta el 
resultado de la conciliación efectuada y se detallan las diferencias más representativas 
en cuanto a monto. 
 


 
Dado lo anterior, considerando las diferencias que se presentan a partir del cambio de 
formato de dicho estado, es indispensable que se tomen las medidas necesarias con el fin 
de que se incluya en los estados de cuenta toda la información con respecto a los 
principales y los cupones de las inversiones por ejemplo el instrumento que no viene 
contemplado dentro de dichos reportes, dado que, se debe informar a la Junta 
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Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, los resultados de 
la conciliación mensual y la solución a las inconsistencias que se presenten.  
 
Cabe indicar, que la mayoría de las diferencias se han subsanado, quedando pendiente 
pequeñas inconsistencias conforme se indicó. 
 


 
Atentamente,  
 


 
 
 


Lic. Fabián Salas Fernández   
Jefe a.i. Proceso de Inversiones  


 
CGS/BCH 
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I. INFORMACIÓN GENERAL. 
 


1.1 Antecedente:  
 
En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones 33-14 del 10 de abril 
de 2014, artículo XCIX y 53-14 del 10 de junio de 2014, artículo XCIV y lo consignado 
por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, la Dirección de la Junta 
Administradora del FJPPJ, Proceso Financiero, realizó el análisis comparativo de 
títulos valores de las inversiones relativas a las dependencias del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con los estados remitidos por los entes 
bancarios y custodia, que comprende la siguiente cartera de inversión: 
 


• Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
 
1.2 Procedimiento: 
 
El procedimiento que se realiza consiste en constatar los instrumentos financieros, que 
respaldan las inversiones con títulos valores desmaterializados1, así como los títulos 
valores físicos, relativos a las negociaciones directas efectuadas con recursos 
económicos de las diferentes carteras que se administran. Lo anterior, contiene la 
información con corte al 30 de setiembre de 2021. 
 
1.3 Situaciones detectadas: 
 
En cuanto a los cupones de igual forma se realizaron varios intentos con el propósito 
de determinar el método más adecuado para ejecutar la conciliación de éstos, lo cual 
generó la inversión de tiempo y esfuerzo dado la complejidad de la estructura de la 
información contenida en el estado de cuenta, producto de lo cual se identificó: 
 
✓ No todos los cupones se reflejaban en dicho estado, algunos se muestran 


agrupados por número de ISIN y fecha de vencimiento por lo que no es factible 
conciliarlos individualmente. 
 


✓ Se identificó que algunos cupones presentan tasas y montos de interés que 
difieren a los registrados por el Poder Judicial.  


 
Por otra parte, es importante indicar que algunas diferencias presentadas en meses 
anteriores, correspondían a la diferencia en la metodología del cálculo de intereses 
para inversiones con tasa variable; sin embargo, conforme a reunión sostenida con el 
custodio se determinó que éstas diferencias corresponden a cupones de intereses 
proyectados (dado que la tasa de interés se calcula en la fecha de inicio de cada 
cupón), por lo que no se reflejan en los resultados obtenidos en la presente 
conciliación. 
 
 
 
Dado lo anterior, a continuación, se presentan los anexos donde se muestra el análisis 
realizado: 


 
1Son anotaciones en cuenta que carecen de un documento físico. 
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I.I. FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL  


 
 


En setiembre de 2021, para el análisis comparativo de la información brindada por los 
emisores y ente custodio, con los controles que para los efectos se llevan de los 
instrumentos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en forma 
atenta, se indican las observaciones siguientes: 


Operaciones reportadas por el Custodio BCR: 


Se presenta unas diferencias entre el dato del Poder Judicial y la información remitida 
por el custodio en cupones por la suma de: ¢64,453.67, -$404.22 y 144.76 en UDES.  


 


II. SEGUIMIENTO Y CONCLUSIONES 


 
En términos generales se considera que los resultados del análisis comparativo de 
instrumentos son satisfactorios, con excepción de la conciliación de los cupones, 
siendo que hay pequeñas diferencias no significativas las cuales se deben a: 
 


• El Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), remite estado de cuenta que no 
contiene toda la información necesaria, para conciliar con el sistema de cartera 
de inversiones (SCI). 


 


• En algunos cupones, se presentan diferencias entre el monto del Poder Judicial 
y el contenido en los estados de cuenta del BCR.    
 


Asimismo, como seguimiento se remite comunicación al custodio, respecto a las 
diferencias detectadas producto del proceso de conciliación. 
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En complemento a lo anterior, se determinó que las diferencias encontradas son 
justificables, para lo cual y comparado con el mes de agosto 2021 se subsanó la 
diferencia que existía en los cupones en colones, en este corte del mes de setiembre 
2021.  
 
 
 
 
 
 
 


Lic. Fabián Salas Fernández 


Jefe, a.i. Proceso Financiero 
 
 
 


CGS/BCH 
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EXP: 17-000325-1028-CA
I Circuito Judicial de San José Teléfonos: 2222-3825. Fax: 2222-3621. Correo electrónico: jss@poder-judicial.go.cr


EXPEDIENTE: 17-000325-1028-CA - 6
PROCESO: REAJUSTE DE PENSIONES
ACTOR/A: XINIA MARIA RAMIREZ ZUÑIGA
DEMANDADO/A: CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL


 SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA N°  N° 2021002258  


JUZGADO DE SEGURIDAD SOCIAL.- A las quince horas treinta y tres 


minutos del veinticinco de octubre de dos mil veintiuno.- 


PROCESO DE REAJUSTE DE PENSIONES interpuesto por XINIA MARÍA 


RAMÍREZ ZÚÑIGA, mayor de edad,  pensionada, portadora de la cédula de identidad 


número dos- cero doscientos noventa y dos- cero trescientos sesenta y dos, vecina de 


Heredia, contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL, cédula jurídica número 


cuatro- cero cero cero- cero cuarenta y dos mil ciento cuarenta y siete, representada por  


RITA MARÍA ARIAS GONZÁLEZ, mayor de edad, abogada, portadora de la cédula de 


identidad número dos- cero cuatrocientos treinta y siete- cero cuatrocientos noventa y 


dos, en su condición de Apoderada General Judicial y contra la JUNTA  


ADMINISTRATIVA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER 


JUDICIAL, representada por ARNOLDO HERNÁNDEZ SOLANO, mayor de edad, 


casado una vez,  licenciado en Administración de Negocios, portador de la cédula de 


identidad número seis- cero cero noventa y ocho- cero seiscientos cincuenta, vecino de 


San José, en su condición de Presidente con facultades de Apoderado Generalísimo sin 


limite de suma de la Junta y contra EL ESTADO representado por MARIANELLA 


BARRANTES ZAMORA, mayor, casada, Abogada, vecina de Heredia, cédula de 


identidad número uno- cero setecientos noventa- cero setecientos sesenta y seis, Firmado digital de:
CHRISTIAN LOPEZ MORA, JUEZ/A DECISOR/A
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Procuradora Adjunta, según Acuerdo del Ministerio de Justicia Nº 242 del 22 de 


noviembre del 2006, publicado en La Gaceta Nº 12 del 17 de enero del 2007, en 


representación del Estado.-


CONSIDERANDOS:


I.- Interpone la señora XINIA MARÍA RAMÍREZ ZÚÑIGA la presente demanda en 


contra la Caja Costarricense de Seguro Social solicitando: Se declare con lugar su 


reclamo al traslado de las aludidas cuotas aportadas al Régimen de Pensiones del Poder 


Judicial al Régimen de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social y que se 


revalore el monto de su pensión.-


II.- Conferido el traslado respectivo contesta la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO 


SOCIAL. Solicita declarar sin lugar en todos sus extremos la presente demanda. 


Interpone la excepción falta de derecho.-


III.- Conferido el traslado respectivo a la JUNTA  ADMINISTRATIVA DEL FONDO DE 


JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL interpone la excepción falta de 


derecho y solicita sea declarada sin lugar la presente demanda.-


IV.- Conferido el traslado respectivo al ESTADO contesta en forma negativa la presente 


demanda, solicita sea declarada sin lugar e interpone las excepciones falta de derecho y 


prescripción.-


V.- HECHOS PROBADOS: De importancia para la resolución de esta litis se tiene como 


acreditado que:


A)  La señora  Xinia María Ramírez Zúñiga  es pensionada del Régimen de Invalidez de Firmado digital de:
CHRISTIAN LOPEZ MORA, JUEZ/A DECISOR/A
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la Caja Costarricense de Seguro Social desde el 07 de febrero del 2004, la cual fue 


otorgada mediante resolución administrativa N° 202920362-04 del 26 de febrero del 


2004 emitida por el Departamento de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro 


Social.


Así se acredita del expediente administrativo agregado al expediente electrónico 


en fecha 24 de agosto del 2018, folio 90 y 94 del expediente administrativo, prueba que 


fue puesta en conocimiento de las partes, no existió oposición al contenido de la misma, 


y además no existe prueba que haga dudar de la veracidad de dicha documental.


B) La señora  Xinia María Ramírez Zúñiga solicitó  a la Caja Costarricense de Seguro 


Social mediante nota recibida el 13 de abril del 2016 se trasladara las cuotas aportadas 


al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Invalidez, Vejez y 


Muerte para la cual adjunto certificación N° 1600-2016 emitida por la Contabilidad 


Nacional en fecha 28 de marzo del 2016.


Se acredita de la documental aportada con la demanda en fecha 07 de abril del 


2017, imágenes 12 y 14. Corresponde además a un hecho no controvertido de esta litis 


y no existen otros elementos probatorios que hagan dudar de la veracidad de dicha 


información.


C) Mediante Resolución N° T.C.M.N.-CCSS-03-202920362 de fecha 11 de julio del 2106, 


emitida por el Área Cuenta Individual y Control de Pago de la Caja Costarricense de 


Seguro Social, se declaró sin lugar la solicitud de traslado de cuotas del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, por Firmado digital de:
CHRISTIAN LOPEZ MORA, JUEZ/A DECISOR/A
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cuanto la actora recibe una pensión de invalidez a partir del 07 de febrero del 2004 y 


para el otorgamiento de dicho beneficio se tomaron en cuenta las 327 cuotas aportadas 


al Seguro de Pensiones de IVM.


Ver resolución administrativa agregada al expediente electrónico con la 


documental aportada con la demanda en fecha 07 de abril del 2017, imágenes 16 y 17. 


Corresponde además a un hecho no controvertido de esta litis y no existen otros 


elementos probatorios que hagan dudar de la veracidad de dicha información.


D) En virtud de recurso de apelación presentado por la actora, la Gerencia de Pensiones 


de la Caja Costarricense de Seguro Social mediante Resolución N°60.992 de fecha 13 de 


setiembre del año 2016, declaró sin lugar el recurso y confirmó la resolución 


impugnada. 


Ver resolución administrativa agregada al expediente electrónico con la 


documental aportada con la demanda en fecha 07 de abril del 2017, imágenes 16 y 17. 


Corresponde además a un hecho no controvertido de esta litis y no existen otros 


elementos probatorios que hagan dudar de la veracidad de dicha información.


IV.- SOBRE EL FONDO DEL ASUNTO: Formula la presente demanda la señora Xinia 


María Ramírez Zúñiga señala que es pensionada del Régimen de Invalidez de la Caja 


Costarricense de Seguro Social desde el 07 de febrero del 2004. En el año 2016 se da 


cuenta que al calcularse el monto correspondiente no se le tomó en cuenta que durante 


los meses de mayo a diciembre de 1976 ahorró para los efectos de pensión con un 5 % 


del Poder Judicial y Caja de préstamos por un monto de dos mil ochocientos treinta y Firmado digital de:
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dos colones por mes.


Indica en la demanda que el 12 de abril del 2016 solicitó el traslado de cuotas 


que había aportado al Poder Judicial para que se revalorara su pensión. El 11 de junio 


del 2016 le denegaron su gestión con el argumento que no tiene derecho a que se le 


trasladen las cuotas, ni revalorar la pensión.


Por su parte la Caja Costarricense de Seguro Social al contestar esta demanda 


indica que mediante Resolución N°T.C.M.N.-CCSS-03-202920362 de fecha 11 de julio 


del 2106, emitida por el Área Cuenta Individual y Control de Pago, se declaró sin lugar la 


solicitud de traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte. 


Señala la representante de la Caja Costarricense de Seguro Social que en dicha 


resolución se indicó que no se requiere de las cuotas que fueron aportadas al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para consolidar un derecho de pensión en el 


Seguro de Pensiones de IVM.


Se indica por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social que la presente 


demanda debe declarase sin lugar en todos sus extremos, por cuanto la solicitud de la 


actora en cuanto al traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, es totalmente improcedente, debido a 


que la señora Ramírez Zúñiga recibe una pensión de invalidez a partir del 07 de febrero 


del 2004 y para el otorgamiento de dicha pensión se tomaron en cuenta las 327 cuotas 


aportadas al Seguro de Pensiones de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja.Firmado digital de:
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Por su parte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial al contestar esta acción por medio de su representante alega que 


de acuerdo a lo que certifica Contabilidad Nacional en su certificación N° 1600-2016 


aportada con la demanda, la actora devengó un salario de los meses de mayo a 


diciembre de 1976 laborando para el Poder Judicial.


Que de acuerdo al numeral 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial se permite 


el traslado de cuotas entre regímenes del primer pilar siempre y cuando el fundamento 


para ese traslado sea consolidar un derecho a pensión.


La Pensión se prevé como un hecho futuro por lo que tal traslado sólo sería 


posible previo a su otorgamiento, contrario sensu, una vez otorgado ese derecho tal 


traslado no sería posible.


La representante estatal al contestar esta demanda indica que la actora recibe 


una pensión de invalidez a partir del 07 de febrero del 2004 y para el otorgamiento de 


dicho beneficio se tomaron en cuenta las 327 cuotas aportadas al Seguro de Pensiones 


de IVM. Implica esto una concreción del derecho pensionistico, sin necesidad alguna de 


traslado de cuotas, ya que el fin primordial del sistema de pensiones se ha alcanzado.


De conformidad con el numeral 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los 


traslados de cuotas entre el fondo de pensiones del Poder Judicial y el Régimen de I.V.M 


de la Caja, son hábiles únicamente para completar los requerimientos normativos. De 


ninguna forma operan en pro de un aumento o revaloración de la jubilación, ya que 


antes- el derecho pensionistico se concretó; y un traslado de fondos implicaría un Firmado digital de:
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menoscabo económico a las arcas del régimen en cuestión. De esta manera, la finalidad 


del imperativo citado es; permitir el traslado de cuotas para obtener los beneficios de 


jubilación o pensión y no con el propósito de revalorar la pensión ya otorgada, que es lo 


que pretende la actora.


VII.- En la presente demanda se solicita expresamente dentro de las pretensiones que 


se ordene el traslado de cotizaciones aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial al Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte que administra la Caja 


Costarricense de Seguro Social y que  como consecuencia de ello, se revalore el monto 


de su pensión.


Se ha acreditado en este proceso que la señora  Xinia María Ramírez Zúñiga es 


pensionada del Régimen de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social desde el 


07 de febrero del 2004, la cual fue otorgada mediante resolución administrativa N° 


202920362-04 del 26 de febrero del 2004 emitida por el Departamento de Pensiones de 


la Caja Costarricense de Seguro Social.


La señora  Xinia María Ramírez Zúñiga solicitó  a la Caja Costarricense de Seguro 


Social mediante nota recibida el 13 de abril del 2016 se trasladara las cuotas aportadas 


al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Invalidez, Vejez y 


Muerte para la cual adjunto certificación N° 1600-2016 emitida por la Contabilidad 


Nacional en fecha 28 de marzo del 2016.


Mediante Resolución N° T.C.M.N.-CCSS-03-202920362 de fecha 11 de julio del 


2106, emitida por el Área Cuenta Individual y Control de Pago de la Caja Costarricense Firmado digital de:
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de Seguro Social, se declaró sin lugar la solicitud de traslado de cuotas del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, por 


cuanto la actora recibe una pensión de invalidez a partir del 07 de febrero del 2004 y 


para el otorgamiento de dicho beneficio se tomaron en cuenta las 327 cuotas aportadas 


al Seguro de Pensiones de IVM.


En virtud de recurso de apelación presentado por la actora, la Gerencia de 


Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social mediante Resolución N°60.992 de 


fecha 13 de setiembre del año 2016, declaró sin lugar el recurso y confirmó la resolución 


impugnada. 


El presupuesto fáctico en que basa la demanda la señora  Xinia María Ramírez 


Zúñiga es que alega que ella es pensionada del por invalidez del Régimen de Invalidez 


Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social y al otorgarse y calcularse la 


pensión no se le tomó en cuenta que durante los meses de mayo a diciembre de 1976 


cotizó para los efectos de pensión con un 5 % del Poder Judicial y Caja de Préstamos.


Su pretensión no es de recibo, tal y como se resolvió en sede administrativa, el 


párrafo segundo del artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial,  que se 


encontraba vigente al resolverse la gestión de la demandante, en lo que respecta al 


traslado de cuotas a la Caja Costarricense de Seguro Social, establece:


“…Sin embargo, si no hubieran obtenido los beneficios de jubilación o 


pensión, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas con que hubieran 


contribuido a la formación del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Firmado digital de:
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Judicial se traslade a la Caja Costarricense de Seguro Social, a fin de que estas 


cuotas se les computen dentro del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, o a la 


Institución administradora del régimen en el que se vaya a otorgar la jubilación o 


pensión para el mismo propósito de computo de cuotas. La solicitud de traslado la 


hará la entidad pública respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o pensión y, 


si el monto de las cuotas fuere mayor, la Corte girará todas las cuotas, aunque 


fuere mayor de las necesarias para el otorgamiento de la jubilación o pensión.” 


La norma es cuestión es clara y precisa, el traslado de cuotas del Fondo de 


Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja 


Costarricense de Seguro Social opera solamente si la persona no hubiera obtenido los 


beneficios de jubilación o pensión.


En apoyo a esta tesitura la Sección Segunda del Tribunal de Trabajo en el Voto N° 


3123-2006 estableció:  “Por otra parte, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el 


numeral 240, ordena en su párrafo segundo que los funcionarios que: “… no hubieran 


obtenido los beneficios de jubilación o pensión, sí tendrán derecho a que el monto de 


las cuotas con que hubieran contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones Judiciales se traslade a la Caja Costarricense del Seguro Social, a fin de que 


estas cuotas se les computen dentro del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, o a  


la institución administradora del régimen en que se vaya a otorgar la jubilación o 


pensión para el mismo propósito de cómputo de cuotas.” (El resaltado no es del 


original)Firmado digital de:
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 De esta manera, de acuerdo al numeral 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 


se permite el traslado de cuotas entre regímenes  siempre y cuando el fundamento para 


ese traslado sea consolidar un derecho a pensión.


La Pensión se prevé como un hecho futuro por lo que tal traslado sólo sería 


posible previo a su otorgamiento, contrario sensu, una vez otorgado ese derecho tal 


traslado no sería posible, tal y como acaece en el caso concreto.


 En el caso de marras, la señora  Xinia María Ramírez Zúñiga  es pensionada del 


Régimen de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social desde el 07 de febrero 


del 2004, la cual fue otorgada mediante resolución administrativa N° 202920362-04 del 


26 de febrero del 2004 emitida por el Departamento de Pensiones de la Caja 


Costarricense de Seguro Social.


De esta manera, la finalidad de la norma citada es permitir el traslado de cuotas 


del Fondo de Pensiones del Poder Judicial a al Régimen de Invalidez Vejez y Muerte, 


para obtener los beneficios de jubilación o pensión, sea  para completar los 


requerimientos normativos y no con el propósito de revalorar la pensión ya otorgada, 


que es lo que pretende la actora.


No es posible entonces, ordenar el traslado de cuotas y revaloración del monto, 


pues la pensión ya fue otorgada.


En este tanto, debe valorarse que la Administración está constreñida al principio 


de legalidad que rige en esta materia de conformidad con el numeral 11 de la 


Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública. Firmado digital de:
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En aplicación del principio de legalidad, la actora no tiene derecho a lo 


pretendido, pues aunque es entendible la situación de la actora, no hay norma que 


autorice dejar de aplicar la normativa citada, por lo en su caso particular no es posible 


autorizar el traslado de cotizaciones.


En consecuencia, el principio de legalidad en relación con la Administración 


Pública, actúa como un límite, puesto que toda la actuación administrativa del Estado, 


es el ejercicio de un poder que de previo ha sido atribuido por ley y por ella delimitada. 


Sin ese mecanismo, de una atribución legal previa de potestades, la Administración no 


podrá actuar, puesto que está legitimada por ley, solo hacer lo que le está permitido en 


forma expresa y anticipada, por lo que no puede dejar de aplicarse para el caso 


concreto el artículo 240 citado.-


 En suma, en virtud del principio de legalidad que rige el actuar de la 


administración pública que imposibilita realizar una interpretación extensiva de la norma 


a presupuestos por ella no contemplados, no es posible acoger la pretensión de la 


actora, por lo que no le asisten los presupuestos materiales o de fondo para la 


procedencia de su pretensión, de modo que se acoge la excepción falta de derecho que 


interpone la Caja Costarricense de Seguro Social, El Estado y la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.-


De ahí que no resulta procedente la pretensión principal de la demanda que es 


ordenar el traslado de cotizaciones aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial al Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte que administra la Caja Firmado digital de:
CHRISTIAN LOPEZ MORA, JUEZ/A DECISOR/A







A


EXP: 17-000325-1028-CA
I Circuito Judicial de San José Teléfonos: 2222-3825. Fax: 2222-3621. Correo electrónico: jss@poder-judicial.go.cr


Costarricense de Seguro Social y que  como consecuencia de ello, se revalore el monto 


de su pensión.


En virtud de lo expuesto, se DECLARA SIN LUGAR EN TODOS SUS EXTREMOS 


la presente DEMANDA DE REAJUSTE DE PENSIONES que promueve XINIA MARÍA 


RAMÍREZ ZÚÑIGA contra LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL, la JUNTA  


ADMINISTRATIVA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER 


JUDICIAL y EL ESTADO.- 


VIII.- SOBRE COSTAS:  Se dicta este fallo sin especial condenatoria en costas. Considera 


quien suscribe que el actor ha actuado de buena fe al litigar en este proceso, pues se trata 


de un asunto complejo que requiere de interpretación jurídica a efectos de determinar  el 


momento en el cual es procedente el traslado de cotizaciones de un régimen a otro y un 


posible reajuste del monto de pensión, por lo que se determina que el actor ha litigado en 


procura de un interés legítimo (numeral 563 del Código de Trabajo).-


POR TANTO:


    Conforme a todo lo expuesto y normas citadas, se admite la excepción falta de 


derecho,  en consecuencia, se DECLARA SIN LUGAR EN TODOS SUS EXTREMOS la 


presente DEMANDA DE REAJUSTE DE PENSIONES que promueve XINIA MARÍA 


RAMÍREZ ZÚÑIGA en contra de la LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL, la 


JUNTA  ADMINISTRATIVA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL 


PODER JUDICIAL y EL ESTADO.- Sin especial condenatoria en costas.- Por último, se 


advierte a las partes que, esta sentencia admite el recurso de casación ante la Sala Firmado digital de:
CHRISTIAN LOPEZ MORA, JUEZ/A DECISOR/A







A


EXP: 17-000325-1028-CA
I Circuito Judicial de San José Teléfonos: 2222-3825. Fax: 2222-3621. Correo electrónico: jss@poder-judicial.go.cr


Segunda de la Corte Suprema de Justicia, el cual deberá interponerse ante este Juzgado 


en el término de diez días, bajo las formalidades de los artículos 569, 586 y 590, 


siguientes y concordantes del Código de Trabajo. Notifíquese. LIC. CHRISTIAN LÓPEZ 


MORA. JUEZ.


 


- Código Verificador -



UHB3J1T1WLI61


Firmado digital de:
CHRISTIAN LOPEZ MORA, JUEZ/A DECISOR/A





				2021-10-25T16:05:07-0600

		San José, Costa Rica

		Dar validez al documento
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CARTA DE ENTENDIMIENTO 

CONVENIO INTERINSTITUCIONAL ENTRE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL Y EL BANCO DE COSTA RICA 



Administración de Cuentas Corrientes, Servicios Bancarios y Custodia de Valores.



Entre nosotros, la JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, cédula instrumental tres cero cero siete siete nueve dos nueve tres dos, representado por el señor Arnoldo Hernández Solano cédula de identidad número 6-0098-0650 en carácter de PRESIDENTE de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma, que en lo sucesivo se denominará “JUNAFO”  y el BANCO DE COSTA RICA de este domicilio, cédula jurídica cuatro-cero cero cero cero cero cero cero diecinueve-cero nueve, representado en este acto por el señor Alvaro Camacho de la O, mayor, divorciado una vez , portador de la cédula de identidad número cuatro- ciento cuarenta y siete- cuatrocientos cincuenta y siete, Licenciado en Economía, vecino de Santa Ana,  en su condición de Subgerente de Banca Mayorista interino, con facultades de Apoderado Generalísimo sin Límite de Suma, personería inscrita y vigente en el Registro de Personas Jurídicas del Registro Público bajo el tomo dos mil dieciocho, asiento ciento noventa y un mil novecientos diez, consecutivo uno, secuencia, en adelante se le denominará “BCR o el banco "ambos debidamente autorizados convenimos en celebrar la presente carta de entendimiento, la que se regirá en lo que corresponda por las disposiciones del Código de Comercio, la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, la Ley Orgánica del Banco Central, esta carta de entendimiento regirá para las cuentas vigentes a la fecha, así como las que llegue a establecer a futuro con el Banco de Costa Rica.





CLAUSULADO



PRIMERA: OBJETO: El objeto de la presente carta de entendimiento consiste en establecer los acuerdo y condiciones que, con amparo al Convenio Interinstitucional suscrito entre la JUNAFO y el Banco de Costa Rica, se ejecutará la administración de Cuentas Corrientes, Servicios Bancarios y Custodia de Valores, según corresponda, entendiéndose por esos servicios, lo siguiente:



1. Cuentas Corrientes: Es un contrato por medio del cual el Banco administra dinero o valores, que recibe de una persona física o jurídica, acreditables de inmediato en calidad de depósito, o le otorga un crédito para girar contra él, mediante cheques, notas de cargo emitidas por el depositario y a través de los diferentes medios electrónicos y tecnológicos que el Banco ponga a disposición del cuentacorrentista. 

2. Cuentas Corrientes de Inversión: Cuentas corrientes bancarias donde permanecerán recursos propiedad de la JUNAFO o del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), a los cuales el BCR podrá reconocer un rendimiento de mercado. 

3. Servicios Bancarios: servicios que el Banco de Costa Rica brinda a la JUNAFO o el FJPPJ por medio de sus cuentas corrientes, sistema de tarjetas, medios electrónicos o cualquier otro servicio futuro que las dos instituciones convengan.

4. Custodia de Valores: gestión de valores para el depósito, cuidado y conservación de estos, así como del efectivo asociado a estos, con el fin de salvaguardar los activos financieros del cliente, brindando una adecuada administración y el control de los valores locales e internacionales.



SEGUNDA: ADMINISTRACION DE CUENTAS Y SERVICIOS BANCARIOS



1. El presidente(a) de la JUNAFO, dará formalidad a los contratos de cuentas corrientes y servicios bancarios por medio de la firma del representante legal en ejercicio.



2. La JUNAFO por medio de la persona que ostente el cargo de Director (a) de este cuerpo colegiado, le indicará al Banco mediante oficio cuando realizar la apertura o cierre de cuentas corrientes en el BCR. En caso de apertura de cuenta el oficio debe indicar, la solicitud de la apertura, la naturaleza de los fondos que se mantendrán en la misma, las personas que autoriza a firmar en la cuenta corriente, así como el modo de firma a establecer para dicha cuenta.

        

La administración de las cuentas corrientes y servicios bancarios entiéndase manejo, control y la inclusión o exclusión de algún autorizado en cuenta corriente de la JUNAFO recaerá la persona que ostente el cargo de Director (a) de este cuerpo colegiado, enviará al Banco una nota formal donde indique los cambios, dicha nota deberá estar firmada por el Directo(a); Las firmas que hayan tenido alguna modificación de importancia, deberán registrase de nuevo. El Banco queda liberado de toda responsabilidad por el rechazo de pago de un cheque con firma diferente a la registrada.





TERCERA: DESCRIPCIÓN DEL RECONOCIMIENTO DE TASAS DE INTERES EN CUENTA CORRIENTE ACTUALES. 

El Banco de Costa Rica, reconocerá una tasa de interés según las siguientes fórmulas de cálculo: 

a) Montos en colones 

TPM + NODO A 1 AÑO CURVA SOBERANA – 0,25% = tasa a pagar

Donde:

TPM: Tasa Política Monetaria, fijada por el BCCR.

Nodo a 1 año Curva Soberana: se trata de la Curva Soberana publicada por el BCCR.

 

b) Montos en dólares

Tasa Money Marquet US treasury + curva soberana CR un año – 3%= tasa a pagar

Donde:

Tasa Money Marquet US treasury:  es una tasa overnight. 

Curva Soberana CR un año: se refiere a un proveedor de precios externo PIP S.A. (Proveedor Integral de Precios S.A.)  

· Se tomará como referencia para fijar una tasa piso y tasa techo, la tasa de referencia interbancaria (TRI) en moneda colones y moneda dólares indicada por el BCCR a un plazo de 3 meses para tasa piso y 12 meses para tasa techo respectivamente.

· Las tasas serán revisables semestralmente, dos veces al año (02 de enero y 01 de julio de cada año).

· El BCR facilitará a la administración los insumos para la determinación y verificación de los cálculos de las tasas de interés, los cinco  primeros días hábiles de cada semestre. 

CUARTA: COMPROMISO ARBITRAL. 

Todas las controversias, diferencias, disputas o reclamos que pudieran derivarse del presente contrato, negocio y la materia a la que este se refiere, su ejecución, incumplimiento, liquidación, interpretación o validez, obligaciones y responsabilidades derivadas del mismo, podrán ser resueltas de conformidad con la Ley de Resolución Alternativa de Conflictos para lo cual las partes conforme a las reglas allí estipuladas escogerán o designarán de común acuerdo a los mediadores o conciliadores y al Tribunal Arbitral, pudiendo recurrir a cualquier centro dedicado a la tramitación de este tipo de procedimiento.



QUINTA: DE LAS MODIFICACIONES. 

Cualquier modificación a los términos del presente Convenio Interinstitucional, deberá ser acordada por las partes mediante la elaboración de un adendum.



SEXTA. CONSENTIMIENTO INFORMADO: 



La JUNAFO manifiesta que ha sido informado de manera clara, veraz, oportuna y suficiente sobre las particularidades de este servicio y que, con esa información, conscientemente ha aceptado las condiciones de este servicio, asumiendo sus deberes y obligaciones frente al Banco, en señal de lo cual firma este adendum en la ciudad de   San José a las     horas     del día     del mes de octubre del año 2021.

 





		

		



		Lic. Arnoldo Hernández Solano

Presidente, Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

		Alvaro Camacho de la O

Subgerente Banca Mayorista

Banco de Costa Rica
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CONVENIO INTERINSTITUCIONAL ENTRE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL Y EL BANCO DE COSTA RICA 



Entre nosotros, la JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, cédula instrumental tres cero cero siete siete nueve dos nueve tres dos, representado por el señor Arnoldo Hernández Solano cédula de identidad número 6-0098-0650 en carácter de PRESIDENTE de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma, que en lo sucesivo se denominará “JUNAFO”  y el BANCO DE COSTA RICA de este domicilio, cédula jurídica cuatro-cero cero cero cero cero cero cero diecinueve-cero nueve, representado en este acto por el señor Alvaro Camacho de la O, mayor, divorciado una vez , portador de la cédula de identidad número cuatro- ciento cuarenta y siete- cuatrocientos cincuenta y siete, Licenciado en Economía, vecino de Santa Ana,  en su condición de Subgerente de Banca Mayorista interino, con facultades de Apoderado Generalísimo sin Límite de Suma, personería inscrita y vigente en el Registro de Personas Jurídicas del Registro Público bajo el tomo dos mil dieciocho, asiento ciento noventa y un mil novecientos diez, consecutivo uno, secuencia, en adelante se le denominará “BCR o el banco "ambos debidamente autorizados convenimos en celebrar el Convenio Interinstitucional entre la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a fin de regular las relaciones entre ambas entidades, con fundamento con fundamento en las siguientes consideraciones y cláusulas:



CONSIDERANDO



I.- Que el artículo 50 de la Constitución Política establece que: “El Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza.”



II.- Que la función esencial y prioritaria del Estado es velar por la conservación, protección, administración, aprovechamiento y fomento de los recursos públicos con que cuenta el país, de conformidad con el principio del uso adecuado y sostenible, por tanto es uno de los actores responsables para el desarrollo de alianzas estratégicas dado su compromiso con la sociedad.



III.- Que el Banco de Costa Rica es una Institución Autónoma regida por el marco legal de la banca nacionalizada Ley No. 1644, Ley Orgánica del Sistema bancario Nacional promulgada el 24 de setiembre de 1953, cuya una de sus funciones es evitar que haya en el país medios de producción inactivos, buscando al productor para poner a su servicio los medios económicos y técnicos de que dispone el Sistema.  



IV.- Que el Banco de Costa Rica y la JUNAFO han llevado a buen término diversos convenios de naturaleza institucional, cumpliendo a cabalidad con sus compromisos y generando economías de escala para el aprovechamiento de las fortalezas de ambos y del país.



V.- El objeto del presente convenio es regular las relaciones de la JUNAFO con EL BANCO respecto al siguiente capítulo:

 

· Administración de Cuentas Corrientes, Servicios Bancarios y Custodia de Valores.



VI.- Para efectos del presente convenio se entenderá que mediante cartas de entendimiento se podrán realizar modificaciones o anexos a las pautas acá descritas, contando con el aval de cada institución. 



CLAUSULAS:

CLAUSULA PRIMERA: Objeto del Convenio: El objeto del presente convenio es regular los términos y condiciones que se darán entre el BANCO DE COSTA RICA y JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL (JUNAFO) en las relaciones que se generen producto de la administración de cuentas corrientes, servicios bancarios y Custodia de Valores.



Capítulo I: Administración de Cuentas Corrientes, Servicios Bancarios y Custodia de Valores. 

CLAUSULA SEGUNDA: El Banco administrará las cuentas corrientes y demás servicios bancarios posibles que las partes acuerden.

CLAUSULA TERCERA: Términos y condiciones. Los términos y condiciones de la administración de las cuentas corrientes, servicios bancarios y Custodia de Valores indicadas serán establecidos en la respectiva carta de entendimiento, las cuales formarán parte integral del presente convenio, por medio de anexos, y para su modificación se deberá aprobar por ambas partes.

DEL CONVENIO

CLAUSULA CUARTA: Plazo del convenio. El plazo de este convenio es de cinco años, contados a partir de su firma, el cual se prorrogará automáticamente por el mismo período, en caso de que no medie comunicado de alguna parte indicando su deseo de no prorrogarlo con al menos tres meses de anticipación al vencimiento del plazo original.

CLAUSULA QUINTA: Por las características del presente Convenio su cuantía es de naturaleza inestimable.

CLAUSULA SEXTA: En lo no previsto en este convenio se aplicarán, según la escala jerárquica de las fuentes, las disposiciones y cuerpos normativos citados en la introducción de este contrato, con sus modificaciones y reformas en cada caso, las cuales se tendrán por incorporadas a este contrato sin necesidad de que el mismo se modifique en cada ocasión, principalmente cuando se trate de normas legales pertenecientes a cualquiera de las precitadas leyes orgánicas y los indicados cuerpos normativos.

CLAUSULA SÉTIMA: Ambas partes se obligan a registrar ante la otra, la dirección física o electrónica, o un medio electrónico, donde se atenderán comunicaciones y quedan obligados a notificar cualquier cambio de éstos cada vez que se produzca. Para tal efecto señalan como sigue:

· LA JUNAFO: ubicada en el I piso del edificio del Organismo de Investigación Judicial, Barrio González Lahmann, Provincia de San José.

· EL BANCO: La Gerencia Gestión Sector Publico BCR, ubicada en la oficina Central del BANCO, en San José.  



CLAUSULA OCTAVA: De los Administradores del Contrato. Con el objeto de supervisar la correcta ejecución del presente convenio y velar por el cabal cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones de las partes, así como gestionar y facilitar la coordinación de todos los aspectos técnicos y administrativos que se requieran, las partes nombran como administradores del acuerdo a las siguientes personas:



1. JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL nombra como Administrador del presente acuerdo a la persona que ostente el cargo de Director(a) teléfono 2295 3443, correo electrónico direccion_junafo@poder-judical.go.cr 

2. El Banco por su parte designa como Administrador del acuerdo a persona que ocupe la jefatura de la Gerencia Gestión Sector Publico  teléfono 2287 9000, correo electrónico:  ejecutivosbcrpoderjudicial@bancobcr.com.

3. Las partes acuerdan que en caso de sustitución de los Administradores designados se deberá informar previamente por escrito a la otra parte, debiendo suministrar los datos y calidades correspondientes de quienes los sustituirán. 

CLAUSULA NOVENA: Para todos los efectos de este contrato y de conformidad con los artículos 4 y 22 de la Ley de Notificaciones Judiciales Número 8687 del 4 de diciembre del 2008, las partes señalan y aceptan como domicilio para oír notificaciones en caso de incumplimiento, la dirección aquí consignada. Las partes recíprocamente se autorizan para que cualquiera de ellas sin necesidad de la comparecencia de la otra(s), comparezca ante Notario Público a dotar el contrato con la razón de fecha cierta.

CLAUSULA DECIMA: SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS: Todas las controversias, diferencias, disputas o reclamos que pudieran derivarse del presente contrato, negocio y la materia a la que este se refiere, su ejecución, incumplimiento, liquidación, interpretación o validez, obligaciones y responsabilidades derivadas del mismo, podrán ser resueltas de conformidad con la Ley de Resolución Alternativa de Conflictos para lo cual las partes conforme a las reglas allí estipuladas escogerán o designarán de común acuerdo a los mediadores o conciliadores y al Tribunal Arbitral, pudiendo recurrir a cualquier centro dedicado a la tramitación de este tipo de procedimiento.

CLAUSULA UNDECIMA: MODIFICACIÓN DEL CONVENIO: Cualquier modificación a los términos del presente contrato deberá ser acordada por las partes mediante la elaboración de un adendum.

CLÁUSULA DUODECIMA: TERMINACIÓN ANTICIPADA: Por motivos de interés público, oportunidad o conveniencia institucional, las partes suscribientes podrán solicitar la terminación anticipada de este acuerdo y todo su objeto de cooperación, comunicándolo por escrito a la otra parte, con un mínimo de dos meses de antelación a la fecha en la cual se desee darlo por terminado. Lo anterior, sin perjuicio de que las actividades o programas específicos que se encuentren en ejecución en el momento sean debidamente concluidos, en lo conducente.



Este documento se suscribe, con fundamento en el acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sesión N° 40-2021, celebrada el 08 de noviembre de 2021, artículo VIII. 

En testimonio de lo anterior, firmamos en dos tantos originales, cada uno de igual valor, en la ciudad de San José el día ocho de noviembre del dos mil veintiuno.

         



		

		



		Lic. Arnoldo Hernández Solano

Presidente, Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



		Álvaro Camacho de la O

Subgerente Banca Mayorista                             Banco de Costa Rica







Página 4 de 4




image9.emf
Contrato Cuentas  Corrientes JUNAFO.docx


Contrato Cuentas Corrientes JUNAFO.docx
Junta Administradora del FJPPJ                                               Banco de Costa Rica









Contrato de Cuentas Corrientes.

	

[bookmark: OLE_LINK1]Entre nosotros, la JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, cédula instrumental tres cero cero siete siete nueve dos nueve tres dos, representado por el señor Arnoldo Hernández Solano cédula de identidad número 6-0098-0650 en carácter de PRESIDENTE de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma, que en lo sucesivo se denominará “JUNAFO”  y el BANCO DE COSTA RICA de este domicilio, cédula jurídica cuatro-cero cero cero cero cero cero cero diecinueve-cero nueve, representado en este acto por el señor Alvaro Camacho de la O, mayor, divorciado una vez , portador de la cédula de identidad número cuatro- ciento cuarenta y siete- cuatrocientos cincuenta y siete, Licenciado en Economía, vecino de Santa Ana,  en su condición de Subgerente de Banca Mayorista interino, con facultades de Apoderado Generalísimo sin Límite de Suma, personería inscrita y vigente en el Registro de Personas Jurídicas del Registro Público bajo el tomo dos mil dieciocho, asiento ciento noventa y un mil novecientos diez, consecutivo uno, secuencia, en adelante se le denominará “BCR o el banco "ambos debidamente autorizados convenimos en celebrar el Contrato de Cuentas Corrientes, el cual se regirá en lo que corresponda por las disposiciones del Código de Comercio, la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, la Ley Orgánica del Banco Central, esta carta de entendimiento regirá para las cuentas vigentes a la fecha, así como las que llegue a establecer a futuro con el Banco de Costa Rica.



 

CLAUSULADO



PRIMERA: APERTURA Y CIERRE DE LA CUENTA CORRIENTE.



1. La apertura de la cuenta corriente bancaria es un servicio facultativo del Banco de Costa Rica, por lo que, de autorizarse dicha apertura, será conforme a las políticas que el Banco establezca; la misma podrá utilizarse por medio de depósitos, cheques, y mediante los diferentes medios electrónicos y tecnológicos que el Banco ponga a disposición.



2. Las partes convienen y aceptan que de común acuerdo se definirá el cierre de una cuenta o cuando se presente una situación anómala, para el cierre de una cuenta corriente se requiere la solicitud expresa de JUNAFO, solicitud que deberá ser firmada por medio de la persona que ostente el cargo de Director (a) de este cuerpo colegiado o el representante legal debidamente acreditado. 

SEGUNDA: DE LOS FORMULARIOS DE CHEQUES Y SUS RESPONSABILIDADES.



3. El Banco proveerá a la JUNAFO, con el cobro de las comisiones correspondientes de conformidad con el Reglamento de Tarifas y Condiciones para los Servicios del Banco de Costa Rica, cuyo costo será debitado de la cuenta corriente administrativa que indique la JUNAFO, los formularios de cheques para girar contra la cuenta corriente, cuyo formato será estandarizado para todas las cuentas.  Es obligación del cliente al recibir los talonarios de fórmulas, cerciorarse de que están incluidas todas las que se indican.  El Banco no aceptará ningún reclamo posterior al recibo conforme, quedando relevado de toda responsabilidad.



4. La JUNAFO se obliga a tener con su libro de cheques el mayor cuidado a fin de evitar cualquier uso indebido. Su incumplimiento se reputará negligencia grave a los efectos del artículo 820 del Código de Comercio, y el Banco quedará relevado de responsabilidad por ese solo hecho. En el caso de extravío del libro de cheques o de alguna de sus fórmulas en blanco, la JUNAFO en forma escrita deberá dar aviso de inmediato al Banco; la omisión de este requisito será estimado como negligencia grave la JUNAFO y eximirá al Banco de responsabilidad en caso de que se paguen cheques con firma falsificada en esas fórmulas, especialmente si la falsificación no fuere visiblemente manifiesta. Ambas partes manifiestan y aceptan que el simple hecho de que la falsificación de la firma se produzca en una fórmula que estaba en posesión de la JUNAFO por haberla recibido éste del Banco, hará presumir que ha habido negligencia de aquél en la custodia y manejo de la libreta de cheques.



5. Cuando el cliente desee introducir en sus fórmulas de cheques algún formato especial a su conveniencia, y diferente al formato estándar que utiliza el Banco, deberá hacerlo contratando por su cuenta y bajo su libre elección, su confección con las empresas que a criterio del Banco cumplan con los requisitos de seguridad necesarios.  En virtud de que el manejo del material y la información con que se confeccionarán estos cheques estará al alcance de la empresa con la que el/la titular contrate, el Banco queda relevado de toda responsabilidad por las consecuencias dañosas que pudieran derivarse del uso abusivo o indebido de los formularios, o de la información que el/la cuentacorrentista  hubiere suministrado; o cuando ocurra la  fabricación o duplicación ilegítima de formularios que se elaboren utilizando el papel del fabricante.



6. A la terminación del contrato, cualquiera que sea el motivo, la JUNAFO deberá devolver de inmediato al Banco las fórmulas de cheques que no hubiere utilizado, y la tarjeta o tarjetas de débito asociadas a la cuenta corriente. En caso de que no lo hiciere, la JUNAFO asumirá toda la responsabilidad por las consecuencias derivadas del posible mal uso que se les dé a las mismas, relevando de toda responsabilidad al Banco, incluso frente a terceros.

TERCERA: DE LOS GIROS CONTRA LA CUENTA CORRIENTE.



7. Los giros contra los fondos en cuenta corriente se harán exclusivamente por medio de cheques, sin perjuicio de que se pueda disponer de los fondos por los otros medios que el Banco ponga a disposición del cliente para efectuar débitos o cargos contra la misma. 



8. La JUNAFO se obliga a emitir los cheques de forma que no se preste para falsificaciones o alteraciones, y deberá indicar la fecha del día de su emisión. La falta de indicación de la fecha será uno de los motivos para no pagarlo, sin responsabilidad alguna para el Banco.



CUARTA: DEL PAGO DE CHEQUES EMITIDOS CONTRA LA CUENTA.



9. Ambas partes reconocen y aceptan que el Banco está obligado a pagar  a su presentación los cheque girados en debida forma contra la cuenta corriente, a menos que reciba contraorden de pago u orden judicial que así lo disponga.



10. Se considerará girado en debida forma el cheque que cumpla con las exigencias formales a que se refiere el artículo 803 del Código de Comercio y que no evidencie ninguna alteración extrínseca que lleve a dudar razonablemente de su autenticidad.



11. No obstante, lo anterior, además de los motivos previstos en la Ley, el Banco podrá negarse a pagar un cheque, entre otras, por las siguientes causas que aquí se indican en forma enunciativa y no limitativa:

a. Si careciera de alguno de los requisitos esenciales enumerados en el artículo 803 del Código de Comercio.

b. Si hubiere sido emitido o endosado en idioma no conocido por el Banco. 

c. Si ordenare el pago en moneda distinta de la que corresponde a la cuenta.

d. Si tuviere cualquier defecto que a juicio del Banco hiciere su pago inconveniente o peligroso. 

e. En el caso de que haya contraorden de pago o reporte de fórmulas extraviadas, conforme con los artículos 629 y 822 del Código de Comercio. 



12. Si la cuenta corriente bancaria es en dólares, moneda de los Estados Unidos de América, el pago de los cheques girados con cargo a ella se hará en billetes americanos (US $), salvo que al Banco le surja limitación al respecto ajena a su control, o el/la cuentacorrentista solicitare el pago en otra moneda y el Banco estuviere en capacidad de atender su gestión.





QUINTA: DE LOS DEPÓSITOS EN CUENTA CORRIENTE.



13. Los depósitos en cuenta corriente se realizarán con la utilización del formulario de cheques o de cualquier otro medio que el banco ponga a disposición de la JUNAFO y bajo las condiciones que el Banco exija. 



14. Todo cheque que se deposite a la cuenta corriente, aun cuando fuere al portador, deberá contener la correspondiente leyenda de aplicación  debidamente firmada, la cual podría incluso estar estampada mediante sello u otro mecanismo idóneo.



15. Los cheques y otros valores emitidos contra otros Bancos depositados a una cuenta corriente, serán considerados depósitos en tránsito o en gestión de cobro y su valor sólo podrá considerarse disponible hasta que sean pagados por los respectivos girados a satisfacción del Banco.  



16. Cuando la cuenta hubiere recibido partidas transferidas por parte de entidades del exterior,  las partes declaran conocer y aceptar que como tales movimientos interbancarios están regulados por normas y usos de carácter internacional, si el banco transferente solicitare la reversión del movimiento y el Banco de Costa Rica se viere obligado, con arreglo a aquellas disposiciones, a efectuar la devolución, este último queda expresamente autorizado para hacer el débito respectivo si en la cuenta aún estuvieren los  fondos disponibles. 



17. La JUNAFO declara conocer y acepta que el Banco podrá reversar o debitar aún sin su autorización expresa, cualquier depósito manifiestamente erróneo que hubiere sido realizado a su cuenta, con la única obligación de informarle dentro de los tres días posteriores, la causa, el monto, así como cualquier otro detalle respecto de este.



SEXTA: DE LAS CONTRAÓRDENES DE PAGO.



18. Únicamente por las causas y bajo los procedimientos, limitaciones y formalidades que establece el Código de Comercio, la JUNAFO entendiendo por éste también, a los autorizados, o en su caso el tenedor de un cheque, podrán interponer contraorden de pago de un cheque.  



19. Las partes convienen y aceptan que el Banco regulará administrativamente las condiciones de aplicación de dicha contraorden y, queda liberado de toda responsabilidad si la causa invocada por la JUNAFO, autorizado/a, o tenedor fuere ficticia o no correspondiere con la realidad de lo ocurrido.





SETIMA: CARGOS, TARIFAS Y COMISIONES.



20. Ambas partes convienen y aceptan que el Banco queda facultado para revisar y ajustar las condiciones de prestación de los servicios, y los montos de las tarifas cuando se haga necesaria alguna modificación en el Reglamento de Tarifas y Condiciones para los Servicios del Banco de Costa Rica. Cuando ocurra alguno de estos cambios, el Banco se obliga a hacerlo del conocimiento de la JUNAFO con ocho días hábiles de anticipación a su entrada en vigor, por la vía que éste haya elegido al efecto, para que manifieste si las acepta o no, vencido el plazo y de no recibirse notificación alguna, el Banco asumirá la conformidad de la JUNAFO, sin perjuicio de lo establecido en relación con el cierre de la cuenta. El BCR, podrá exonerar de este pago a la JUNAFO, conforme la reglamentación interna del Banco.



21. La JUNAFO autoriza expresa e irrevocablemente al Banco a debitar de su cuenta, las cantidades que se deriven de los conceptos que aquí se enlistan en forma enunciativa y no limitativa:

a. CHEQUES: Por las sumas giradas y por cada cheque pagado según se indique en las disposiciones reglamentarias del Banco.

b. TRANSFERENCIA DE FONDOS: Sumas transferidas a otras cuentas corrientes y de ahorro, propias o de terceros, efectuadas por los medios electrónicos que tiene a disposición la JUNAFO.

c. OTRAS TARIFAS: Con respecto a las tarifas contempladas en el Reglamento de Tarifas y Condiciones para los Servicios del Banco de Costa Rica.

d. El Banco analizará anualmente la exoneración de comisiones según el margen de negocio que el cliente administre con el Banco. 



OCTAVA: SERVICIOS COMPLEMENTARIOS.



22. Los servicios complementarios de la cuenta corriente bancaria son aquellos establecidos en el Reglamento de Servicios de Banca Electrónica, el cual la JUNAFO declara conocer y aceptar por haber recibido en este acto un ejemplar de este, o accesorio por los medios electrónicos que el Banco pone a disposición de éste. Dichos servicios podrán modificarse según las variaciones que se introduzca en dicho Reglamento.



NOVENA: OTRAS DISPOSICIONES

23. La JUNAFO declara conocer y aceptar que el servicio de cuenta corriente se encuentra regulado, por lo que para la cuenta corriente bancaria establece el Código de Comercio, así como por las regulaciones que para el cheque establece el mismo cuerpo legal. De la misma forma, declara conocer y aceptar las regulaciones internas que para dichos servicios ha establecido el Banco de Costa Rica, reconociendo además la facultad de este para modificar dichas disposiciones previa comunicación a la JUNAFO. Además, se encuentra integrado por las disposiciones los Reglamentos de Banca Electrónica, Reglamento para el Servicio de la Cuenta de Ahorro, Reglamento de Tarifas y Condiciones para los Servicios del Banco de Costa Rica, Reglamento para la Atención de Reclamos Administrativo, las cuáles son parte integral de esta contratación.  Las condiciones para su apertura, funcionamiento y operación serán las que allí se establezcan, y las variaciones que en ellos se introduzcan, serán aplicables al mismo desde el momento en que entren en vigor. En armonía con lo anterior, el Banco se compromete a entregar al cuentacorrentista  a través del medio que él hubiere elegido, copia de todos los reglamentos asociados al servicio, y comunicarle oportunamente conforme aquí se establece, las variaciones que a los mismos se realicen.



24. La JUNAFO se obliga a registrar ante el Banco la dirección o medio, preferiblemente electrónico, donde atender comunicaciones, y queda obligado a notificar cualquier cambio de éstos cada vez que se produzca. Cualquier comunicación que se le envíe a la Dirección o medio que esté registrado en el Banco, se reputará recibida por la JUNAFO, aun cuando por deficiencia o error de éste al registrarlos, o por haberlos cambiado sin notificarle al Banco, no le fuera efectivamente entregada.





25. El Banco remitirá mensualmente a la JUNAFO, un estado de la cuenta que contendrá los movimientos efectuados en la misma. Cuando la JUNAFO estuviere afiliado a medios electrónicos, el estado le será remitido preferiblemente por esta vía o en su defecto, por el medio que la JUNAFO hubiere señalado. Este reporte detallará entre otros posibles movimientos, los cheques contabilizados, notas de débito y crédito, transacciones efectuadas en cajero automático, Bancobcr.com, o cualquier otro medio electrónico y transacciones realizadas con la tarjeta BCR débito a la fecha de corte, tanto dentro del territorio nacional como internacional, según sea el caso. Este estado de cuenta deberá ser examinado por el/la  cuentacorrentista, quien podrá objetarlo y  se obliga a manifestar a la mayor brevedad posible y por escrito las objeciones que tuviere. El Banco no asumirá ninguna responsabilidad  por:

a. los errores que pudieren existir y no se le hubieren reportado dentro de los sesenta días naturales después de enviado el estado respectivo;

b. por aquellos que no fueren reportados por los medios que el Banco estime procedentes para remitir dicho detalle;

c. por cualquier otra clase de errores originados en causas imputables a la JUNAFO.



26. Si la propiedad o derecho sobre los fondos de una cuenta corriente estuvieren en disputa, el Banco podrá abstenerse de autorizar giros, retiros o cargos contra la misma, y a efectuar su cierre temporal hasta tanto se haya esclarecido la situación con fundamento en la decisión de alguna Autoridad competente.



27. Las cuentas corrientes, lo mismo que los correspondientes contratos, los derechos y obligaciones que se deriven de los mismos, no podrán ser cedidos o transferidos a otra persona en ninguna circunstancia.





28. La JUNAFO manifiesta que en este acto ha recibido un ejemplar del Reglamento de Servicios de Banca Electrónica, el Reglamento de Tarifas y Condiciones para los Servicios del Banco de Costa Rica y Reglamento para la Atención de Reclamos Administrativos.



29. Para la interpretación y cumplimiento del presente contrato, así como para cualquier acción judicial y extrajudicial que se derive del mismo, las partes se someten a la legislación costarricense.

DECIMA: COMPROMISO ARBITRAL. 

Todas las controversias, diferencias, disputas o reclamos que pudieran derivarse del presente contrato, negocio y la materia a la que este se refiere, su ejecución, incumplimiento, liquidación, interpretación o validez, obligaciones y responsabilidades derivadas del mismo, podrán ser resueltas de conformidad con la Ley de Resolución Alternativa de Conflictos para lo cual las partes conforme a las reglas allí estipuladas escogerán o designarán de común acuerdo a los mediadores o conciliadores y al Tribunal Arbitral, pudiendo recurrir a cualquier centro dedicado a la tramitación de este tipo de procedimiento.



DECIMA PRIMERA: DE LA VIGENCIA. 

30. El presente acuerdo tendrá una vigencia de cinco años contados a partir de la firma de este. Podrá ser prorrogado automáticamente y en forma sucesiva por períodos iguales, si ninguna de las partes notifica a la otra su voluntad de darlo por terminado, dentro de los sesenta (60) días naturales anteriores a la fecha de su vencimiento.



DECIMA SEGUNDA: DE LAS MODIFICACIONES. 

31. Cualquier modificación a los términos del presente contrato deberá ser acordada por las partes mediante la elaboración de un adendum.





DECIMA TERCERA: LISTADO DE CUENTAS CORRIENTES: El presente contrato regirá para las cuentas corrientes cuyo número y nombre se indican a continuación y que la JUNAFO mantiene a la fecha, así como las que llegue a establecer o cerrar en el futuro con el Banco de Costa Rica, por medio de la persona que ostente el cargo de Director (a) de este cuerpo colegiado:

		CC-CR25015201001011224797

		FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER J- $



		CC-CR45015201229000003291

		FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER J



		CC-CR42015201001048717901

		JUNTA FJPPJ Principal



		CC-CR26015201001048841088

		Caja Chica Junta







DECIMO CUARTA.  CONSENTIMIENTO INFORMADO: La JUNAFO manifiesta que ha sido informado de manera clara, veraz, oportuna y suficiente sobre las particularidades de este servicio y que con esa información, conscientemente ha aceptado las condiciones de este servicio, asumiendo sus deberes y obligaciones frente al Banco, en señal de lo cual firma este contrato en la ciudad de San José a las         horas     del día             del  mes de octubre del año 2021.

 

 





		

		



		Lic. Arnoldo Hernández Solano

Presidente, Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



		Alvaro Camacho de la O

Subgerente Banca Mayorista

Banco de Costa Rica
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                                                                          San José, 02 de noviembre del 2021 
                      Criterio N° 636/CAD-2021 


 
MPM. 
Oslean Mora Valdez, Director  
JUNAFO 


 


Estimado señor: 


 


En respuesta al oficio N° 068-DJA-2021, remitido a esta Dirección Jurídica mediante correo 


electrónico del día 25 de octubre en curso, se rinde criterio jurídico, sobre el proyecto de 


“CONVENIO INTERINSTITUCIONAL ENTRE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE 


JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL Y EL BANCO DE COSTA RICA”, y sus 


documentos derivados a suscribir, con las siguientes consideraciones:   


 


INFORME: “CONVENIO INTERINSTITUCIONAL ENTRE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL 


FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL Y EL BANCO DE COSTA 


RICA” 


 


I.- ASUNTO. – 


 


De acuerdo con el proyecto del convenio interinstitucional, éste tiene por objeto: regular 


los términos y condiciones que se darán entre el BANCO DE COSTA RICA y JUNTA 


ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL 


(JUNAFO) en las relaciones que se generen producto de la administración de cuentas 


corrientes, servicios bancarios y Custodia de Valores; elementos que se formalizan a su vez, con 


la carta de entendimiento logística y el contrato de cuentas corrientes  


II.- TEXTO PROPUESTO. - 


 El texto propuesto del convenio en cuestión, así como de sus documentos y acuerdos 


derivados, se ajusta a la forma y estilo usual de este tipo de arreglos de cooperación, cuyas 
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cláusulas son oportunas y se ajustan al debido contenido de los convenios específicos de 


cooperación interinstitucional. 


Del estudio del proyecto de convenio, carta de entendimiento y contrato de cuentas 


corrientes, se desprende que se trata de un acuerdo especificado y estructurado con el fin de 


regular las relaciones de la JUNAFO con EL Banco de Costa Rica mediante las cláusulas del 


capitulo “Administración de Cuentas Corrientes, Servicios Bancarios y Custodia de Valores”; lo cual 


como objeto de convenio es jurídicamente válido. 


 El contenido del proyecto en estudio concuerda con la descripción y propósito de los 


convenios específicos de cooperación interinstitucional, según el “Manual para la Formulación y 


Trámite de Convenios”, circular de la Secretaría General de la Corte Nº 160-2014, según acuerdo 


del Consejo Superior, tomado en sesión N.º 60-14, celebrada el 3 de julio de 2014, artículo LXXI.  


III.- RECOMENDACIÓN. - 


  En virtud de lo expuesto, considera esta Dirección que no existe impedimento jurídico, 


para la suscripción del presente proyecto de convenio y sus documentos anexos. No obstante, se 


emiten las siguientes recomendaciones, para ajustar el presente convenio a lo establecido en 


Manual para la Formulación y Trámite de Convenios, y sus fines de cooperación interinstitucional, 


citado supra: 


Primeramente, se sugiere eliminar del encabezado la frase: “… con fundamento en el 


artículo 138 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y por las siguientes cláusulas 


…”. Esto, porque estamos ante un supuesto de relación de cooperación interinstitucional, en la que 


las partes acuerdan brindarse colaboración mutua para un fin común; y en ese sentido, el mismo 


numeral 138 invocado, en su párrafo final establece que: “Los convenios de colaboración suscritos 


entre entes de derecho público, en ejercicio de sus competencias legales, no estarán sujetos a las 


disposiciones de la Ley de Contratación Administrativa.”. Por lo tanto, se recomienda que la frase 


señalada se sustituya por: “…con fundamento en las siguientes consideraciones y cláusulas…”  
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Por otra parte, previo a iniciar a numerar las cláusulas se recomienda incorporar un título 


con la palabra “CLAUSULAS”. Lo anterior con el fin de separar de manera ordenada las cláusulas 


de los considerandos. 


Seguidamente, se recomienda adicionar al texto de convenio las siguientes cláusulas de 


estilo, que se utilizan para robustecer la relación de cooperación entre las partes, y prever 


soluciones a situaciones que se presenten en el desarrollo de la dinámica de colaboración: 


“CLAUSULA XXXX SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS:  De presentarse algún problema 


o divergencia en la ejecución de este convenio, y/o interpretación de sus documentos 


suscritos derivados, éste deberá ser resuelto inicialmente por las contrapartes técnicas y de 


no haber acuerdo a ese nivel, el diferendo se someterá ante las autoridades suscribientes 


jerárquicas, quienes decidirán, en definitiva; siempre bajo el entendimiento y principio de la 


buena fe.”  


“CLAUSULA XXXX:  MODIFICACIÓN DEL CONVENIO: Las partes podrán modificar el 


presente documento por mutuo acuerdo o denunciarlo, comunicándolo por escrito con ___ 


meses de antelación a la fecha en la cual vayan a darlo por terminado.” 


“CLÁUSULA XXXX: TERMINACIÓN ANTICIPADA: Por motivos de interés público, 


oportunidad o conveniencia institucional, las partes suscribientes podrán solicitar la 


terminación anticipada de este acuerdo y todo su objeto de cooperación, comunicándolo 


por escrito a la otra parte, con un mínimo de _____ meses de antelación a la fecha en la 


cual se desee darlo por terminado. Lo anterior, sin perjuicio de que las actividades o 


programas específicos que se encuentren en ejecución en el momento sean debidamente 


concluidos, en lo conducente.” 


Así las cosas, en virtud de que el trámite y fondo del proyecto de convenio sub examine, 


así como sus anexos, se encuentra conforme a Derecho, una vez que la JUNAFO haya 


considerado las recomendaciones aquí vertidas, y en el entendido de que la contraparte esté de 


acuerdo con el documento final, esta Dirección considera procedente su suscripción. Por lo tanto, 
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puede el proyecto en su texto final y sus documentos derivados, ser sometido a conocimiento y 


aprobación del pleno de la JUNAFO, de manera que, una vez aprobado en definitiva por esa junta, 


se proceda con la formal suscripción. 


 
De usted atentamente, 


 


 


      Licda. Karla M. Fonseca Víquez                           Lic. Alberto Mora Vega 


               Asesora Jurídica a.i.                Coord. a.i. Área de Contratación Administrativa                                
 


 


 


                                                   


                                                MSc. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo 
                                                                 Director Jurídico 


 
Ref: 1411-2021 
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